Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 13:07). 


—La Comisión de Asuntos Internacionales del Senado, junto con los integrantes de la Comisión 
de Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes, tiene mucho gusto de recibir a la 
delegación del Ministerio de Relaciones Exteriores, integrada por el ministro, señor Rodolfo Nin Novoa; 
el subsecretario, embajador José Luis Cancela; la directora general para Asuntos Técnico- 
Administrativos, embajadora Laura Dupuy; el director general para Asuntos Económicos 
Internacionales, embajador Ricardo Nario; el jefe de gabinete del señor ministro, embajador Alfredo 
Bogliaccini; el director de Organismos Internacionales Económicos, ministro consejero Martín Alvez, y 
el director de Relaciones Institucionales, señor Jorge Seré. 


Agradecemos su presencia. 


Los recibimos en el día de hoy, a solicitud del señor ministro, para informarnos sobre el 
Tratado de Libre Comercio con la República de Chile. 


SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes. 


Agradezco a las señoras y señores legisladores integrantes de las comisiones de Asuntos 
Internacionales de ambas Cámaras por darnos esta oportunidad. 


En primer lugar, quiero decir que me siento un cierto grado de satisfacción porque es la 
primera vez que un ministro viene a explicar un tratado de carácter internacional antes de que se firme, 
pues de acuerdo con el orden constitucional, se trata de una materia que le compete al Poder 
Ejecutivo. 


El último ejercicio que tuvimos en materia de acuerdos bilaterales fue con México en el año 
2004 y desde ese entonces hasta la fecha no había habido ninguna otra posibilidad de intercambiar 
acuerdos con otros países en forma bilateral. 


En segundo lugar, quiero comentarles algunas cuestiones previas. 


Este es un acuerdo que aún está en tratamiento, que no ha sido cerrado del todo. En estas 
negociaciones, que comenzaron en el mes de febrero de este año —ya llevamos cuatro rondas 
presenciales y muchas rondas virtuales, porque hemos hecho muchos intercambios a través del uso de 
nuevas tecnologías como la videoconferencia, con lo cual hemos ahorrado mucho dinero en materia de 
misiones oficiales—, trabajaron diez ministerios: Relaciones Exteriores —que encabezó las 
negociaciones—; Economía y Finanzas; Defensa Nacional; Ganadería, Agricultura y Pesca; Industria, 
Energía y Minería; Trabajo y Seguridad Social; Educación y Cultura; Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente; Transporte y Obras Públicas, y Salud Pública. 


¿Por qué estamos pensando en este y en otro tipo de acuerdos? En primer lugar, porque hay 
una realidad que es incontrastable: actualmente, el Uruguay accede solamente al 7,12 % del mercado 
global de bienes con un esquema de preferencia. Según el Banco Mundial, la media de los países de 
acceso preferencial al comercio global es del 40 %. Un ejemplo es Chile, que a través de sus acuerdos 
obtiene acceso preferencial al 70 % del comercio global, mientras Uruguay —repito— solo alcanza al 7 
%. Sacando ese 7 %, sobre el resto de lo que vendemos hay que pagar. Uno de los objetivos de este 
Gobierno es tratar de mejorar las condiciones de acceso a los mercados internacionales, evitando gran 
parte del pago de aranceles, que en definitiva resienten la actividad económica y, por lo tanto, impactan 
directamente en el empleo. 


Las exportaciones al Mercosur representan el 23 % de nuestras ventas al mundo; el restante 
77 % se exporta fuera del bloque, con limitadas preferencias arancelarias —en algunos casos por 
tratados firmados con el Mercosur— o sin ellas. 


En virtud de los puestos del Mercosur y de nuestro país no estamos insertos en las nuevas 
dinámicas de flujo comercial que han tenido lugar en la última década. Es por ello que la Cancillería ha 
realizado estos esfuerzos técnicos para profundizar los lazos comerciales con aquellos países con los 
que tenemos un acuerdo marco a nivel del Mercosur, que son miembros de Aladi y que tienen un 
amplio margen de maniobra para mejorar nuestras exportaciones de productos industrializados —carne, 
lácteos, cítricos, arroz— y nuestra oferta exportable de bienes y servicios. 


Siguiendo con esta lógica, Chile ha sido el primer país con el que hemos concretado la 
voluntad política a nivel de presidentes. Esto ocurrió a raíz del encuentro bilateral de los presidentes 
Vázquez y Bachelet, en diciembre de 2015, cuando acordaron profundizar los lazos comerciales y 
llevarlos a un nuevo estadio de integración. Es por eso que estamos negociando este nuevo acuerdo 
sobre las bases del Acuerdo de Complementación Económica n.? 35  —ACE 35- que es el que da el 
marco de acuerdo Aladi- Chile. 


¿Por qué Chile? Porque existen vínculos políticos bilaterales muy importantes, que fueron 
impulsados en el encuentro entre el presidente Vázquez y la presidenta Bachelet; porque este nuevo 
acuerdo retoma lo ya establecido en el ACE n.* 35 en materia de bienes, que es el único del Mercosur 
cuyo capítulo de bienes está totalmente liberalizado —nosotros tenemos 100 % de preferencias 
arancelarias en el 100 % de los bienes que comerciamos con Chile—; porque el comercio bilateral tiene 
un amplio margen de incremento si tenemos en cuenta la posibilidad de generar cadenas globales de 
valor por la cercanía geográfica. Además, tenemos ya tres acuerdos que se complementan con este, 
que son instrumentos que brindan a los exportadores uruguayos un marco jurídico por demás favorable 
para concretar negocios. Me refiero al Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones, firmado en 
el año 2010 y ratificado en 2011; al acuerdo sobre compras públicas, firmado en 2009 y ratificado en 
2012, y al Acuerdo para Evitar la Doble Imposición Tributaria, que todavía está a estudio parlamentario 
en la Cámara de Representantes. 


La corriente de inversión directa chilena en nuestro país registra una tendencia al alza. Esta 
es otra de las respuestas a la pregunta de por qué Chile. Y con este nuevo acuerdo esperamos que el 
flujo comercial de bienes y de servicios se vea beneficiado y se convierta en un mercado de colocación 
de nuestra oferta exportable global. 


Las negociaciones con Chile supusieron grandes desafíos porque implicaron la creación de 
equipos negociadores multidisciplinarios, integrados, como decía, por funcionarios de diversos 
ministerios. Concretamente, trabajaron alrededor de 40 funcionarios. Nosotros no teníamos una 
práctica negociadora desde el año 2004, cuando se firmó el acuerdo con México, y este ejercicio 
fortaleció mucho la capacidad de análisis y de negociación de los técnicos que conformaron nuestros 
equipos. Este aprendizaje realmente supone una ganancia para el país, que sin duda va a ser 
aprovechada en futuras instancias de negociación con otros interlocutores. 


La entrada en vigor del nuevo acuerdo comercial bilateral va a permitir a Uruguay estrechar 
los vínculos económico-comerciales con Chile. Cabe destacar que en el año 2015 Chile fue el destino 
número 12 de nuestras exportaciones —en particular, destacamos: medicamentos, carne bovina y 
arroz—, por un total de USD 199:000.000, y Chile fue el origen número 13 de nuestras importaciones de 
bienes. Uruguay importó de Chile bienes por más de USD 176:000.000, con lo cual quedó un saldo 
favorable a nuestra balanza comercial de más de USD 20:000.000. En concreto, compramos 
preparaciones alimenticias, cloruro de sodio, potasio, tomates, etcétera. 


También es relevante la posición de Chile como inversor extranjero directo en nuestro país. 
En 2014, que es el último año para el cual se cuenta con datos, Chile fue el responsable del 2.5 % de 
los flujos de inversión extranjera directa recibidos por Uruguay. Las empresas chilenas llevan invertidos 
más de USD 160:000.000 en nuestro país. 


Luego de suscribir este acuerdo, se procurará replicar el modelo negociador con otros países 
que ya han manifestado su intención de realizar ejercicios similares de integración, tales como México, 
Colombia y Perú, con los que ya tenemos acuerdos de complementación económica. En el caso de 
México ya tenemos la fecha de la primera reunión, que va a ser el 6 de setiembre. En esa oportunidad 
va a encabezar la delegación negociadora el señor vicecanciller, embajador José Luis Cancela. 


Creo que hay que destacar que el hecho de que se pretenda negociar acuerdos comerciales 
con los países miembros de la Alianza del Pacífico en forma bilateral nada tiene que ver con un 
eventual ingreso de nuestro país a ese bloque, porque si deseamos ingresar a ese bloque tenemos 
que suscribir la Declaración de Paranal, Antofagasta, Chile, que es la que crea la Alianza del Pacífico. 
Esta Secretaría de Estado todavía no está en ese horizonte, aunque sí estamos, como ustedes saben, 
participando de las reuniones en carácter de observadores. 


A partir de las negociaciones de este acuerdo de última generación con Chile, la política 
comercial de nuestro país comienza a hablar el lenguaje propio de las negociaciones comerciales de 
última generación. En la práctica, esto significa que por primera vez Uruguay traslada sus posiciones 
nacionales a un amplio abanico de materias, tales como: coherencia regulatoria, comercio electrónico, 
medioambiente, transparencia, anticorrupción, género, pymes, etcétera. En el marco de un acuerdo 
comercial previo a las negociaciones con Chile no existía, a nivel nacional, ningún antecedente de una 
negociación comercial única que concentrara tal diversidad de temas. 


Luego tenemos: facilitación de comercio, transparencia, participación pública y previsibilidad. 
Como se verá con mayor detalle en la descripción que haremos capítulo por capítulo, el futuro acuerdo 
entre Uruguay y Chile descansa en cinco principios básicos: facilitar la operativa diaria del comercio; 
consagrar una mayor transparencia en la definición de las normas que rigen los intercambios 
económicos entre los países; crear espacios para la consulta a la sociedad civil como paso previo a la 
toma de decisiones en las materias reguladas; incrementar el grado de previsibilidad de la conducta de 
ambos estados en la dirección de sus relaciones comerciales, y hacer más transparentes las ventajas 
del acuerdo a las Pymes, es decir, publicar toda la normativa. 


Como decía, también está el acuerdo para evitar la doble imposición, suscrito recientemente 
entre ambos países. El mismo sigue los lineamientos de la OCDE y de las Naciones Unidas y ahora 
está a estudio del Parlamento, más específicamente en la Cámara de Representantes. 


Este acuerdo tiene veinte capítulos. Voy a mencionarlos todos, les voy a decir cómo están 
conformados y qué grado de acuerdo hay en cada uno de ellos. Luego los desarrollaremos uno por 
uno. 


El capítulo 1 tiene como título: disposiciones iniciales y definiciones generales. Este capítulo 
está cerrado, consta de tres artículos y refiere al establecimiento de una zona de libre comercio. Las 
partes reconocen la coexistencia de este acuerdo con otros acuerdos internacionales existentes. Este 
capítulo no se aparta de lo que normalmente figura en cualquier acuerdo de este tipo porque le 
corresponde referirse al contexto administrativo. 


Con respecto al capítulo 2, titulado: comercio de mercancías, podemos señalar que se está 
trabajando sobre anexos y consta de diez artículos. 


El capítulo 3, que se refiere a la facilitación de comercio, está vinculado a la aduana, está 
cerrado y tiene doce artículos. 


El capítulo 4, que está relacionado con las Pymes, está cerrado. Cuando digo que está 
cerrado significa que hay acuerdo entre ambas partes. Este capítulo contiene tres artículos. 


El capítulo 5, que trata las medidas sanitarias y fitosanitarias, está cerrado y contiene cinco 
artículos. 


El capítulo 6 refiere a los OTC —obstáculos técnicos al comercio—, está cerrado y tiene seis 
artículos. 


El capítulo 7, sobre comercio transfronterizo de servicios, está casi cerrado y tiene doce 
artículos. 


El capítulo 8 está casi cerrado. Falta cerrar lo que refiere a comercio electrónico. Consta de 
quince artículos. 


El capítulo 9, que refiere a política de competencia, está cerrado. Consta de cuatro artículos. 
El capítulo 10, que trata sobre la propiedad intelectual, está cerrado. Contiene doce artículos. 
El capítulo 11, sobre normas laborales, está cerrado. Tiene catorce artículos. 

El capítulo 12, referido a medioambiente, está cerrado. Consta de doce artículos. 


El capítulo 13, de cooperación —esto es genérico, es transversal—, también está cerrado. 
Contiene siete artículos. 


El capítulo 14, sobre género y comercio, está cerrado. Tiene cinco artículos. Cabe destacar 
que este aspecto fue especialmente pedido por Chile y por su presidenta, quien ha hecho mucho 
énfasis en el tema género. No hay que olvidar que ella tuvo una destacada actuación en Naciones 
Unidas sobre este asunto. 


El capítulo 15, que está relacionado con la coherencia regulatoria, está cerrado. Tiene diez 
artículos. A este aspecto le damos mucha importancia, ya que es un disciplinamiento interno, y el 
Uruguay está con poco ejercicio en este aspecto. Si los señores legisladores lo desean, luego lo 
desarrollamos. 


El capítulo 16, referido a transparencia y anticorrupción, está cerrado. Tiene catorce artículos. 


El capítulo 17, sobre administración del acuerdo, también está cerrado. Consta de tres 
artículos. 


El capítulo 18, que trata sobre solución de diferencias, está cerrado. Contiene veinte artículos. 
El capítulo 19, de excepciones generales, todavía está abierto. Tiene seis artículos. 
Y el capítulo 20, que refiere a disposiciones finales, está cerrado. Consta de seis artículos. 


Con relación al capítulo 1, ya dijimos que se refiere a las normas generales. Allí se establece 
una zona de libre comercio y las partes reconocen la coexistencia de este acuerdo con otros acuerdos 
internacionales existentes. Este capítulo no se aparta de lo que normalmente figura en cualquier 
acuerdo de este tipo, por lo que corresponde referirse a él, igual que al último, como un texto 
administrativo. 


En el capítulo 2, de comercio y mercancías, el articulado está acordado y cerrado con la 
contraparte chilena, como dijimos, y se ha logrado la incorporación del cronograma de desgravación 
arancelaria y las reglas de origen del ACE 35 Mercosur Chile como parte integrante del nuevo acuerdo. 
De esta manera se logra un acuerdo autocomprendido, en el cual ambas materias no dependen del 
ACE 35 para poder funcionar. Aquí tuvimos alguna discusión en cuanto a si lo incorporábamos al nuevo 
acuerdo o no. No incorporarlo significaba que las operaciones comerciales siempre iban a tener que 


estar referidas al ACE 35, con las dificultades que eso supone para la identificación de la nomenclatura 
arancelaria. 


En materia de régimen de origen, este nuevo acuerdo incorpora el Anexo 13 del ACE 35 
sobre régimen de origen. La innovación en esta materia es la inclusión de una cláusula evolutiva a 
través de la cual ambos países se reservan el derecho de negociar un régimen bilateral más 
beneficioso que el del Mercosur, cuando se entienda oportuno. ¿Qué es lo que habría que destacar de 
este capítulo 2, de comercio y mercancías? Que no innova en materia de comercio de bienes; que los 
cronogramas de desgravación del ACE 35 para comercio de bienes ya han finalizado y que, como 
dijimos, brindan el 100 % de preferencia arancelaria al comercio bilateral. Y el hecho de que el 
comercio de bienes ya esté liberalizado logra una situación ideal por la cual no colide en forma alguna 
con la normativa del Mercosur. Las empresas exportadoras uruguayas no tendrán que preocuparse de 
analizar el impacto del arancel en sus ventas a Chile. 


El capítulo 3, de facilitación de comercio, lo negoció la Dirección Nacional de Aduanas y trata 
sobre el procedimiento aduanero, el que deberá aplicar de manera previsible, uniforme y transparente, 
utilizando la tecnología de la información para que sus controles sean más eficientes y faciliten el 
comercio. Para ello se van a utilizar sistemas electrónicos accesibles para los usuarios de aduana; se 
prevé la remisión y procesamiento electrónico de información, implementación de manifiesto 
internacional de carga, tramitación de operaciones aduaneras a través de documentos electrónicos y 
opción de pago electrónico, entre otros. Se prevé, asimismo, la implementación de ventanillas únicas 
de comercio exterior para agilización y facilitación de comercio y toda la legislación aduanera, incluso 
sus reglamentaciones, los procedimientos de importación y exportación. Los formularios o documentos 
exigidos deberán ser publicados en internet y ambas partes designarán puntos de contacto para 
atender las consultas en materia aduanera. Las propuestas de introducción o modificación de 
resoluciones aduaneras podrán ser objeto de consulta y observaciones por parte de los comerciantes y 
otros interesados en un plazo adecuado ofrecido por cada parte. Cada parte tiene la posibilidad de 
dictar una resolución anticipada antes de la importación de mercancías hacia su territorio respecto a la 
clasificación arancelaria de la mercadería, la aplicación de criterios de valoración aduanera de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 7. del GATT 1994, la aplicación de devoluciones u otras extensiones 
de pago, el carácter originario de una mercancía, etcétera. Dicha resolución podrá ser modificada o 
revocada por la parte que la dictó, siempre que se hubiera fundado en algún error, cuando cambien las 
circunstancias que lo fundamenten o cuando hubiere que dar cumplimiento a una decisión 
administrativa o judicial para ajustarse a un cambio de legislación. Todas estas normas de facilitación 
de comercio que se han negociado en estos doce artículos tienen como objeto evitar demoras 
significativas en el comercio de los dos países. De este artículo destacaríamos, en primer lugar, que la 
normativa del Uruguay es más avanzada que la de Chile, por lo que se consolidó la ambición nacional 
en el texto. Chile aceptó de buen grado tener una ambición muy alta en esta materia e ir más allá de lo 
que indica su marco normativo. La automatización de los procedimientos, la publicación en internet de 
toda la legislación aduanera, documentos y formularios y la posibilidad de que los comerciantes y 
demás interesados puedan efectuar consultas y observaciones permitirá agilizar todo el procedimiento 
aduanero y el despacho de mercancías en breve plazo, evitando su traslado a depósito. 


En línea con el interés de Uruguay en el sentido de suscribir acuerdos de reconocimiento 
mutuo de Operadores Económicos Autorizados —los OEA-, se incluyó una cláusula en la que, luego de 
un año de entrada en vigor de este acuerdo, ambos países suscribirán el de los operadores 
económicos autorizados, que es una manera muy fácil de exportar. Cuando uno tiene esa calificación 
no precisa el control permanente de cada uno de los embarques que está haciendo, sino que los 
controles son aleatorios. Se llama «canal verde» porque, precisamente, tiene esa condición aceptada 
por el otro país. 


El capítulo 4, referido a las pymes, también nos parece importante. Los países que negocian 
en forma sistemática acuerdos comerciales preferenciales han comenzado a percibir algunas 
dificultades para que los beneficios y los acuerdos les lleguen a las pequeñas empresas. Y Uruguay y 
Chile han decidido incluir un capítulo especial sobre pymes en el marco de sus negociaciones para 
alcanzar un acuerdo comercial bilateral de última generación. El propósito fundamental de este capítulo 
es la difusión de los contenidos del acuerdo en su conjunto. En ese sentido se buscará que cada parte 
establezca un sitio web propio, de libre acceso público, el cual habrá de contener el texto del acuerdo, 


un resumen del mismo e información orientada expresamente a las pymes. Esta información deberá 
ser actualizada y corregida regularmente. 


El soporte institucional de este capítulo será el comité de pymes, que estará integrado por 
representantes gubernamentales de cada parte y, entre otras funciones, tendrá por cometido identificar 
formas de asistir a las pymes para aprovechar las oportunidades comerciales del acuerdo. Esto se 
logrará a través de actividades conjuntas tales como talleres, seminarios, entre otras. Este comité se 
reunirá dentro de un año a partir de la entrada en vigor del acuerdo, y luego tantas veces como estime 
necesario. Esta información para pymes estará publicada en Uruguay XXI y en la Dipci, que es la 
Dirección de Inteligencia y Promoción Comercial e Inversiones. 


Los beneficios para el Uruguay —esto realmente tiene beneficios— es que las pymes 
uruguayas van a poder acceder, a través de la web de información, a aquellas disposiciones del nuevo 
acuerdo relevantes para ellas. Además, el intercambio de experiencias previsto realizarse en el banco 
del comité de pymes va a ofrecer a nuestro país la oportunidad de familiarizarse y de aprender de las 
mejores prácticas chilenas en el apoyo a las pymes exportadoras. 


El capítulo 5, que se ocupa de las medidas sanitarias y fitosanitarias, tiene cinco artículos. El 
cometido de este capítulo es proteger la salud y la vida de las personas, animales y vegetales, al 
mismo tiempo que facilitar el comercio e incrementar la implementación del acuerdo de la OMC. Se 
estipulan nuevas obligaciones de transparencia e intercambio de información que no eran parte del 
marco normativo multilateral, y en ese sentido las partes se comprometen a informarse mutuamente de 
los cambios que ocurren en los campos de la sanidad animal, la inocuidad alimentaria y en el ámbito 
fitosanitario. 


¿Cuáles son los beneficios para el Uruguay en este capítulo? Fomentar la transparencia e 
intercambio de información anticipada y la creación de un comité de medidas sanitarias y fitosanitarias 
que servirá como foro para discutir los problemas relacionados con el desarrollo o la aplicación de 
medidas sanitarias o fitosanitarias que afecten o puedan afectar el comercio entre ambos países. Las 
medidas sanitarias y fitosanitarias adquieren casi tanta relevancia como los aranceles. Uno puede bajar 
aranceles, acordar eliminarlos, pero también tiene que acordar medidas sanitarias y fitosanitarias, 
porque se pueden volver una barrera para el comercio. Cito, por ejemplo, el caso del cancro cítrico. 
Uno puede tener una preferencia arancelaria con eso, pero si apareciera el cancro cítrico, que es 
prácticamente una enfermedad de maquillaje, impediría que se accediera a esa mercadería. O también 
puedo citar el caso de la aftosa, que no es una zoonosis pero, sin embargo, la tratan como una barrera 
no arancelaria. 


A continuación, me referiré al capítulo 6 «Obstáculos Técnicos al Comercio». A diario, los 
países adoptan una diversidad de normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la 
conformidad. En ocasiones, estas regulaciones se erigen como barreras al comercio, en la medida en 
que generan requisitos excesivos para el cumplimiento de objetivos legítimos de seguridad, protección 
del medio ambiente e información del consumidor. Esa es la razón por la que en los acuerdos 
comerciales de última generación, como el que vamos a suscribir con Chile, se establecen parámetros 
comunes para la forma en que las partes elaboran, adoptan y aplican estas regulaciones, dotando así 
de mayor certidumbre a las corrientes comerciales. 


En esa línea, en el presente capítulo se han establecido los siguientes objetivos: a) reconocer 
y reafirmar los compromisos asumidos por ambas partes en el marco del acuerdo OTC de la OMC, 
mejorando la implementación del mismo; b) profundizar la integración y los acuerdos vigentes entre las 
partes en los temas de obstáculos técnicos al comercio; c) profundizar la integración en los acuerdos 
vigentes entre las partes en los temas de obstáculos técnicos al comercio; d) asegurar que las normas, 
reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad no creen obstáculos técnicos 
innecesarios al comercio. Por último, facilitar, incrementar y promover la cooperación entre ambas 
partes. 


A fin de alcanzar estos objetivos, el capítulo prevé el uso de una serie de herramientas, 
basándose en los pilares fundamentales de la cooperación y facilitación del comercio, la transparencia 
y el intercambio de información. Entre estos mecanismos cabe destacar la creación de una nueva 


institución especializada a nivel bilateral, como el Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio. Esta 
plataforma estará integrada por especialistas designados por cada parte, los cuales van a tener a su 
cargo «monitorear la implementación y la administración de este capítulo y atender, a la solicitud de 
una parte, consultas técnicas que surjan sobre cualquier punto». 


Entre los beneficios para el Uruguay de este capítulo se destaca que Uruguay y Chile harán 
compatibles, en el mayor grado posible, sus procedimientos de evaluación de la conformidad. Este 
compromiso podría abatir los costos del comercio, logrando que un producto no deba ser objeto de dos 
procedimientos de evaluación de la conformidad cuando sea exportado de un mercado a otro. 


Cuando debido al incumplimiento de un reglamento técnico, Chile detenga en uno de sus 
puertos una mercancía procedente de Uruguay, deberá notificar al importador tan pronto como sea 
posible de las razones de su detención. Chile pondrá a disposición de los operadores comerciales 
uruguayos una página Web en la que centralizará toda la información relativa a proyectos como a 
reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad final. 


Chile permitirá a los ciudadanos uruguayos participar en pie de igualdad con sus nacionales 
en el desarrollo de sus normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la 
conformidad. Asimismo, Chile deberá responder, en un plazo no mayor de sesenta días, a cualquier 
solicitud de información o explicación que en materia de obstáculos técnicos al comercio sea solicitada 
por Uruguay. Naturalmente que Chile nos da esto y espera que Uruguay haga lo mismo. Esto solo lo 
tenemos para medio ambiente y trabajo. 


El capítulo 7 «Comercio Transfronterizo de Servicios» está casi cerrado. Se compone de doce 
artículos y contempla uno de los sectores de la economía con más crecimiento actual. Además, se 
caracteriza por ser de una alta sensibilidad nacional a la hora de ser incluido en un tratado 
internacional. Este capítulo se negoció adoptando la actual modalidad en las negociaciones de 
servicios, que implica dos aspectos: por un lado, consolidar la normativa vigente sectorial en materia de 
servicios, identificando los sectores en los cuales me reservo el derecho a liberalizar, que se listan en el 
Anexo l; y, por otro, establecer reservas a futuro brindándole la opción de adoptar nuevas medidas o 
más restrictivas que sean disconformes con las obligaciones impuestas sobre los diferentes tipos de 
reservas. La reserva puede ser en el trato nacional, nación más favorecida, acceso a mercados y 
presencia local. Estas reservas se listan en el Anexo ll. 


En algún aspecto se reservan sectores de servicios de manera explícita y aquellos que tienen 
mayor sensibilidad y se necesita proteger. 


Asimismo, se puede medir el grado de liberalización que se otorga mediante las reservas, 
identificando los límites, es decir, hasta dónde Uruguay está en condiciones de conceder o no. 


Quedan fuera del ámbito de aplicación las subvenciones y los servicios prestados en el 
ejercicio de facultades gubernamentales, las telecomunicaciones y los servicios financieros. 


El capítulo 8 está casi concluido; falta cerrar un artículo relativo al comercio electrónico. Se 
trata de la nueva modalidad del comercio mundial. El 60 % del comercio mundial se hace a través del 
comercio electrónico. Los chinos tienen una plataforma —seguramente los señores senadores la 
conocerán-— llamada Alíbaba, que realiza 1.300 millones de operaciones comerciales por año, de las 
que el 60 % se hacen a través del teléfono. 


Este capítulo es una innovación para las negociaciones que habitualmente lleva adelante 
Uruguay, siendo la primera vez que se incluye al sector en el ámbito bilateral. Esta materia actualmente 
es negociada en los acuerdos de última generación y está muy en boga en las negociaciones 
multilaterales. Incluso, en el ámbito de la OMC es uno de los temas que más acapara la atención en los 
grupos de trabajo, ya que se trata de un tema de mucha relevancia por el alcance global que esto 
conlleva. Repito: casi el 60 % del comercio mundial se hace por esta modalidad. 


Hoy más que nunca es necesario regular estos aspectos que incluyen avances tecnológicos y 
efectos de la globalización. 


En este capítulo se establecen definiciones claras acerca de todo lo que incluye el comercio 
electrónico entre los países y lo que actualmente se encuentra definido a nivel multilateral, encontrando 
allí el límite de negociación. Se acuerda sobre lo que actualmente está definido. Esta aclaración es 
importante por el gran avance y potencial que contempla en sí mismo el comercio electrónico. Lo que 
no se encuentra definido ni negociado a nivel multilateral no se incluye en esta negociación. 


Según su ámbito de aplicación, este capítulo regula aspectos sobre las medidas adoptadas o 
mantenidas por Uruguay y Chile que afectan el comercio por medios electrónicos. No se aplica a la 
contratación pública, a la información poseída, procesada o por su nombre de una parte, y los servicios 
financieros. 


Creo que hay beneficios claros para Uruguay, ya que brinda claridad, transparencia y ayuda a 
la previsibilidad en un marco normativo nacional; da un espaldarazo a la dinámica industria del 
software en nuestro país; ayuda a contemplar los intereses de todos los usuarios mediante las políticas 
internacionales y nacionales del comercio electrónico; regula y ordena aspectos de la seguridad de los 
usuarios del comercio electrónico así como su derecho a la protección de datos personales —en este 
aspecto Uruguay es muy ofensivo al consagrar el derecho a la protección de datos personales como un 
derecho fundamental-; fomenta la transparencia de información a disposición del público e impulsa la 
cooperación y el intercambio de experiencias en la esfera del comercio electrónico y en el desarrollo de 
las capacidades de las entidades nacionales. 


Diría también que desintermedializa las operaciones. Hay muchos intermediarios que tienen 
un costo en la cadena comercial, que será rebajado, eliminado o abatido. 


El capítulo nueve relativo a las políticas de competencia —que ya está cerrado- tiene cuatro 
artículos. Este capítulo tiene como objetivo promover la cooperación entre las partes en lo que refiere 
a la adopción y aplicación de normativas sobre promoción y defensa de la competencia. El mismo 
dispone la existencia de leyes que proscriban las prácticas de negocios anticompetitivos, a efectos de 
evitar que estas afecten los beneficios del proceso de liberalización. 


Asimismo, establece la existencia de autoridades nacionales que fiscalicen el cumplimiento de 
esas leyes y la no discriminación sobre la base de la nacionalidad de los sujetos que sean objeto de 
ese procedimiento. 


Se prevé generar la cooperación entre las partes de manera compatible con sus respectivas 
leyes, regulaciones e intereses, incluso mediante notificaciones, consultas e intercambios de 
información. En particular, se dispone que a solicitud de cualquiera de las partes se inicien consultas 
sobre prácticas anticompetitivas, particulares, que afecten adversamente el comercio o las inversiones 
bilaterales. 


Finalmente, se prescribe que no se podrá recurrir al mecanismo de solución de controversias 
del acuerdo respecto de asuntos derivados de este capítulo. Es de destacar que, al existir legislaciones 
alineadas en ambos países respecto a la temática de referencia, el capítulo no generó mayores 
dificultades. Por cierto, no se pone en riesgo ninguna actividad monopólica a cargo del Estado 
uruguayo. 


Por su parte, Chile cooperará con Uruguay en lo que se refiere a la adopción y aplicación de 
normativas sobre promoción y defensa de la competencia. Gracias a las leyes en esta materia, que 
proscribirán las prácticas de negocios anticompetitivos que podrían eventualmente ser adoptadas por 
empresas chilenas, se evitará que los beneficios del proceso de liberalización para Uruguay puedan 
verse reducidos o anulados. La cooperación en esta materia se somete a la conformidad de las leyes, 
regulaciones e intereses uruguayos, así como a los recursos disponibles. A sola solicitud de Uruguay, 
se podrán iniciar consultas sobre prácticas anticompetitivas de empresas chilenas que afecten 
adversamente el comercio o las inversiones bilaterales. 


El capítulo 10, relativo a la propiedad intelectual, consta de 12 artículos. En este caso, se 
retoma la normativa multilateral en esta materia y se logra trasladar al texto tanto la normativa nacional 
como la chilena. 


Este ejercicio fue posible cuando ambos marcos normativos eran muy similares. Sin embargo, 
no hubo acuerdo en el ámbito de aplicación del acuerdo en tres materias, debido a que los marcos 
jurídicos son muy dispares. Ellas son: derechos de autor, marcas y patentes. 


Donde hubo acuerdo fue en las indicaciones geográficas. Finalmente se logró hacer referencia 
a las denominaciones homónimas, a fin de salvar la situación de reconocimiento del pisco, tema en el 
que Chile hizo mucho énfasis, sin perjuicio de que Uruguay le pueda otorgar la misma protección a 
Perú. Como todos sabemos, peruanos y chilenos se disputan el reconocimiento sobre el origen del 
pisco. Esto significa que nosotros denominamos pisco en ambos casos. 


A continuación, el licenciado Martín Alvez referirá brevemente las indicaciones geográficas 
que Uruguay se reserva lo cual, como verán, es bastante novedoso por los nombre que van a 
escuchar. 


SEÑOR ALVEZ.- Como decía el señor ministro, el capítulo relativo a la propiedad intelectual consta de 
un articulado y tres anexos. 


En el primer anexo, se brinda la calidad de protección a la indicación geográfica «pisco» a 
Chile, sin perjuicio de que se pueda brindar exactamente el mismo tratamiento a Perú cuando 
oportunamente se negocie un acuerdo comercial con ese país. 


En el segundo anexo, se detallan todas las marcas que Uruguay y Chile tienen interés en que 
se traten en el ámbito del Comité Bilateral de la Propiedad Intelectual, que se generará a instancias de 
este acuerdo luego de su ratificación. 


Los nombres de las indicaciones que Uruguay propuso para trabajar a nivel bilateral son los 
siguientes: Bella Unión, Atlántida, Canelón Chico, Joanicó, Las Violetas, Canelones, Las Brujas, Paso 
Cuello, Progreso, Suárez, Rincón de Olmos, La Puebla, Rincón del Colorado, Sauce, Los Cerrillos, 
Santos Lugares, Carmelo, Cerro Carmelo, Los Cerros de San Juan, La Cruz, Carpintería, El Carmen, 
Villa del Carmen, Manga, Sierra de la Ballena, José Ignacio, Garzón, Constancia, Cerro Chapeu, Loma 
de las Palomas, La Caballada, San José, Sierra de Mahoma y Cerro Largo. 


Obviamente, Chile hizo lo propio. 


Estas son las indicaciones geográficas en las que está trabajando el Inavi para generar sus 
fichas y luego renegociarlas con Chile, para que las reconozca y, por supuesto, no se puedan usar en 
ese país las mismas indicaciones. 


SEÑOR MINISTRO..- Quería brindar esa información a título ilustrativo. 


El capítulo 11, relativo a normas laborales, fue negociado por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social junto con la Cancillería, y quien negoció por parte de nuestra cartera fue la 
embajadora Dupuy, directora general para asuntos técnico administrativos. Me gustaría cederle el uso 
de la palabra para que describa sintéticamente los aspectos más relevantes de este capítulo. 


SEÑORA DUPUY.- La inclusión de cláusulas sociolaborales en acuerdos comerciales preferenciales se 
ha convertido en una práctica cada vez más extendida. De acuerdo con estudios realizados por la OIT, 
la incorporación de este tipo de disposiciones suele estar asociada a impactos positivos sobre el 
mercado de trabajo, tales como el aumento de la participación laboral, en especial de la mujer, o la 
disminución de la brecha salarial entre hombres y mujeres. 


El capítulo laboral del acuerdo que Uruguay y Chile suscribirán en el próximo mes de octubre 
no es ajeno a la mencionada tendencia. El mismo presenta, en su artículo 16.1, los siguientes 
objetivos: a) fortalecer, a través del diálogo y la cooperación, la más amplia relación entre las partes y 
facilitar el mejoramiento de sus capacidades para tratar asuntos laborales; b) fortalecer 
progresivamente el bienestar de sus respectivas fuerzas laborales a través de la promoción de sólidas 
políticas y prácticas laborales basadas en el trabajo decente, y de una mejor comprensión del sistema 
laboral de cada una de las partes; c) proporcionar un foro para discutir e intercambiar puntos de vista 
sobre asuntos laborales de interés o preocupación de las partes; d) promover la observancia, difusión y 
la efectiva aplicación de la legislación nacional de las partes; e) desarrollar actividades de intercambio 
de información y de cooperación laboral en términos de beneficio mutuo; y f) promover la participación 
de los actores sociales en el desarrollo de las agendas públicas a través del diálogo social. 


A efectos de alcanzar estos objetivos, las partes establecen una serie de compromisos 
compartidos: por un lado, los compromisos que ya constan en el marco de la Declaración de la OIT 
relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo y su seguimiento, de 1998, con sus 
cuatro ejes temáticos que tienen como contrapartida ocho convenios fundamentales de la OIT; y, por 
otro, la obligación de garantizar condiciones aceptables de trabajo respecto a salarios mínimos, horas 
de trabajo, seguridad y salud en el trabajo, que es lo que la OIT denomina «trabajo decente». 


Por otra parte, Uruguay y Chile acuerdan no establecer o utilizar sus leyes, regulaciones, 
políticas y prácticas laborales con fines comerciales proteccionistas. En este sentido, es importante 
señalar que si bien las partes conservan su soberanía para establecer sus propias políticas laborales, 
al mismo tiempo se comprometen a no renunciar a aplicar o a derogar sus leyes o regulaciones 
laborales internas de forma tal que se afecte el comercio o las inversiones mutuas. También está el 
tema de la fiscalización de las normas y que eso no contribuya a afectar ese comercio. Esta medida es 
lo que se conoce como el principio de no derogación. Tiene por fin evitar que con el cometido de 
mejorar su competitividad internacional las partes modifiquen su normativa laboral, por ejemplo, 
lesionando la libertad de asociación, la libertad sindical, o promoviendo o siendo omisas en la 
fiscalización cuando hay trabajo forzoso o infantil. 


En materia institucional se definen mecanismos de diálogo, consultas y plazos para abordar 
todo asunto surgido en el marco de la aplicación de este capítulo. Se prevén tres niveles sucesivos: el 
primero, son las consultas laborales; el segundo, la activación del consejo laboral y, el tercero, la 
intervención directa de los ministros del ramo de las dos partes. A cada uno de estos niveles se le ha 
asignado un plazo breve, de noventa días, para la resolución de los temas que sean sometidos a su 
consideración. No se aplica en este capítulo el sistema de controversia general previsto para este 
acuerdo; queda como en una aplicación de buena fe, un nivel de consultas, y se prevé el mecanismo 
de comunicaciones escritas por una persona física o jurídica, o sea que hay participación activa de los 
actores sociales que se sientan afectados en materia comercial y que así puedan justificarlo y 
plantearlo. 


El capítulo de normas laborales negociado con Chile, por tanto, no menoscabará la 
legislación laboral que rige actualmente en nuestro país sino que, por el contrario, la va a consolidar, al 
tiempo que sienta un precedente para acuerdos futuros. 


Gracias al principio de no derogación, el texto asegurará que las partes no adopten prácticas 
de dumping social para impulsar su competitividad internacional. Las organizaciones representativas 
de los trabajadores y de los empleadores nacionales jugarán un rol preponderante en las diversas 
instancias de participación pública previstas en este capítulo. En temas de cooperación, los 
representantes —tanto de los trabajadores como de los empleadores— tendrán la posibilidad de hacer 
escuchar su voz a la hora de diseñar la agenda bilateral. En cuanto a participación pública, en el 
Consejo Laboral de este acuerdo los representantes de los trabajadores y los empleadores podrán 
presentar sus puntos de vista con respecto a todos los asuntos relacionados con el capítulo que 
afecten el comercio bilateral. Dicho Consejo es, como decíamos, parte del sistema de consultas 
bilaterales, que es una suerte de solución de controversias autocontenida en este capítulo. 


Se consagra también el comité tripartito que actualmente funciona en la órbita del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social como actor relevante y con voz en la implementación de este capítulo a 


futuro. 


Quiero agregar que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se ocupó —ya lo había 
anunciado tanto a Chile como en lo interno— de realizar consultas tripartitas que, de hecho, tuvieron 
lugar en dos reuniones, ya ocurridas en esa sede. Además, el mismo ministerio propició, con el apoyo 
de la OIT y con la presencia del experto laboralista chileno —invitado especialmente— que negoció todos 
los capítulos laborales de los acuerdos comerciales chilenos, la realización de un taller de capacitación 
para sacarse dudas, que tuvo lugar en la sede de la Torre Ejecutiva. Así que ha habido amplias 
consultas sociales en los últimos tiempos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- El capítulo 12, vinculado a los temas de medio ambiente, está cerrado, tiene 12 
artículos y, tal como sucede en las cláusulas sociolaborales, la incorporación de estas normas 
medioambientales a los acuerdos comerciales preferenciales se ha convertido en una práctica cada 
vez más extendida, en particular en aquellos instrumentos catalogados como de última generación. 


El cometido general de estas disposiciones no suele ser otro que el de garantizar que, en 
aras de impulsar el comercio, los Estados no renuncien a estándares básicos de protección 
medioambiental. El acuerdo que Uruguay y Chile van a suscribir en el próximo mes de octubre no 
escapa a esta tendencia, razón por la cual incluye un capítulo sobre medioambiente. En el artículo 12.2 
del futuro acuerdo se detallan sus objetivos: «promover políticas comerciales y ambientales que se 
apoyen mutuamente, altos niveles de protección ambiental compatibles que contribuyan con el objetivo 
del desarrollo sostenible y equitativo y una aplicación efectiva de la legislación ambiental». También: 
«fomentar las capacidades de las partes para tratar asuntos ambientales relacionados con el 
comercio», incluyendo, por ejemplo, la cooperación, y «promover el establecimiento de medidas no 
discriminatorias y la eliminación de distorsiones al comercio o a la inversión entre las partes o 
restricciones encubiertas». 


Para el logro de estos fines, las partes establecen una serie de compromisos generales. El 
primero de ellos es el reconocimiento de sus derechos soberanos a «establecer sus propios niveles de 
protección ambiental y sus propias prioridades ambientales, así como establecer, adoptar o modificar 
sus leyes y políticas ambientales consecuentemente». En contrapeso con la reafirmación de las 
potestades de cada Estado para definir sus propias políticas medioambientales, se establece en el 
artículo 12.3.6 que las partes «asegurarán que sus leyes, regulaciones y políticas ambientales no serán 
establecidas o aplicadas con fines comerciales proteccionistas». 


De igual forma que el capítulo laboral, el capítulo de medioambiente —vale acotar que, 
naturalmente, aquí tuvo una activísima participación el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente— también explicita el principio de no derogación, recogido en el artículo 12.3.5, 
donde se estipula que «Cada parte no dejará sin efecto o derogará ni ofrecerá dejar sin efecto o 
derogar dicha legislación de una manera que debilite o reduzca la protección otorgada en esta 
legislación con el fin de alentar el comercio o la inversión entre las partes». A efectos de dar 
cumplimiento a estas obligaciones, el capítulo prevé la puesta en funcionamiento de instituciones 
especializadas. En este sentido se determina que cada parte deberá designar un punto de contacto, a 
más tardar luego de seis meses de la entrada en vigor del acuerdo. Adicionalmente se determina que: 
«Las partes podrán reunirse como comité ambiental para discutir asuntos de mutuo interés, incluyendo 
potenciales áreas de cooperación». 


En cuanto a los beneficios para Uruguay o los temas a destacar en este capítulo, podemos 
decir que se va a generar un marco sólido para alentar que las empresas radicadas en nuestro país 
adopten voluntariamente principios de responsabilidad social corporativa en relación con el medio 
ambiente. Esto también está en el capítulo laboral. Las organizaciones de la sociedad civil y los 
ciudadanos particulares tendrán un rol preponderante en la implementación de este capítulo. Entre las 
obligaciones que las partes asumen respecto a su participación, se destacan: atender sus solicitudes 
de información, responder a sus solicitudes de celebración de consultas con la otra parte e incluir a 
personas con experiencia relevante en estos asuntos, en mecanismos consultivos nacionales, cuya 
finalidad sea recabar opiniones sobre la implementación de este capítulo. 


El capítulo 13 refiere a la cooperación. Esto es trasversal a todo el acuerdo y, además, 
genérico. Como comprenderán, Uruguay y Chile cuentan con mecanismos bilaterales de concertación 
en materia de cooperación muy fluidos, y valiéndonos de esa experiencia hemos acordado este 
capítulo que, naturalmente, no aplica el sistema de controversias. Dada la experiencia de cooperación 
sur=sur con la que contará la conformación del Comité de Cooperación creado en este capítulo, 
sumado a las propias atribuciones del mismo, otros grupos de trabajo creados en el acuerdo podrán 
acudir a él para cumplir con sus fines. Hago un paréntesis para recordar que Uruguay y Chile han sido 
graduados por la OCDE, es decir que han salido de su condición de países receptores de cooperación 
por su renta media alta. Este es un criterio que actualmente estamos discutiendo con la OCDE, junto 
con Chile y Barbados, porque nos parece que es un dato incompleto para ser excluidos o incluidos en 
la cooperación. Hay otros elementos, tales como desocupación, niveles de pobreza o necesidades 
básicas insatisfechas que también deberían ser tenidos en cuenta por organismos como la OCDE para 
graduar estos países, a fin de recibir o no cooperación internacional. Reitero que esto es al margen, 
pero de todos modos considero que el comentario es importante. 


El capítulo 14 refiere a género y comercio. Sin ningún lugar a duda, esta es una de las 
mayores innovaciones de este acuerdo que Uruguay y Chile van a suscribir en octubre. En efecto, se 
trata de la primera vez que un capítulo de esta naturaleza es negociado en un ámbito de liberalización 
comercial bilateral. Aquí voy a pedir a la embajadora Dupuy que desarrolle el tema porque ella también 
ha trabajado mucho en él. 


SEÑORA DUPUY.- Efectivamente, el camino de estas negociaciones estuvo allanado por el énfasis 
que pone tanto el gobierno de Uruguay y, muy particularmente, el de Chile en impulsar la igualdad o 
equidad de género y, por tanto, el aumento de la participación de las mujeres en el comercio 
internacional y en la economía en general. Esta coincidencia de enfoques tiene su correlato en el 
artículo 14.1.5 del proyecto de acuerdo, según el cual las partes reafirman su compromiso de 
implementar efectivamente su legislación, políticas y buenas prácticas relativas a equidad e igualdad 
de género, reconociéndose el comercio internacional como motor de desarrollo. La yuxtaposición entre 
ambas políticas queda manifiesta en el artículo 14.1.1, en el que las partes reconocen la importancia 
de la incorporación de la perspectiva de género en la promoción de un crecimiento económico inclusivo 
que, obviamente, luego impacta en un desarrollo sustentable. Adicionalmente, el capítulo dispone los 
parámetros bajo los cuales se desarrollarán las actividades de cooperación, en ámbitos a definir, pero 
algunos de los cuales ya se listan, aunque no se está limitado a ellos. Vamos a mencionar algunos, que 
son los siguientes: la mejora al acceso de las mujeres a la tecnología, ciencia e innovación; el 
desarrollo de redes de liderazgo de mujeres; las mejores prácticas laborales para la incorporación y 
permanencia de las mujeres en el mercado laboral —obviamente, la tasa de desempleo de las mujeres 
es muchísimo mayor que la de los hombres, en nuestro medio y en otros—; el fomento en la 
participación de mujeres en cargos de decisión en el sector público y privado; el fomento del 
emprendimiento femenino; las políticas y los programas de cuidados con perspectiva de género y con 
responsabilidad social, que lo pidió Chile, porque le interesa conocer la experiencia uruguaya. Uruguay 
también solicitó incluir el tema de indicadores, métodos y procedimientos estadísticos con perspectiva 
de género para, justamente, contar con datos desagregados, que siempre son muy relevantes para 
informar cualquier decisión sobre políticas. Para dar soporte a estos compromisos se plantea tener 
institucionalmente puntos de contacto y, además, un comité de género que sería el que se encargaría 
de trabajar esta cooperación. También se prevé la participación de actores sociales como, por ejemplo, 
emprendedores, empresarios, sindicatos, etcétera. 


Quisiera también destacar, por supuesto, que igual que en lo laboral, Uruguay se va a 
reservar el derecho de ir legislando o aprobando políticas en esta materia; en lo nacional, la idea es ir 
de lo que se tiene a más, es decir, mejorarlo. Por tanto, este acuerdo genera un incentivo adicional 
para difundir en nuestra sociedad todas las leyes, regulaciones políticas y prácticas relativas a equidad 
e igualdad de género, conforme consta en uno de estos artículos. 


Asimismo, va a permitir beneficiarnos plenamente, porque se van a aumentar las capacidades 
de las mujeres, ya que se va a tratar de poner a su disposición todo lo que les sirva para incrementar 
su participación en la economía y en el comercio nacional, como en el capítulo de las Pymes. 


Por último, también refleja un compromiso gubernamental en la materia, que es loable 
destacar. 


SEÑOR MINISTRO.- Pasamos al capítulo 15, que trata sobre coherencia regulatoria. Este capítulo 
también está cerrado y es, por sobre todas las cosas, un disciplinamiento interno, porque las normas 
que están vinculadas al comercio tienen que ser notificadas a la OMC. Esto nos parece muy importante 
porque, si así no se hiciera, podemos ser pasibles de algunas acciones judiciales. Y para esto me viene 
a la mente el ejemplo más importante que tenemos que ha estado en boga, que es el caso del tabaco. 
El Uruguay, a partir de enero va a implementar la llamada caja plana, y esa norma tiene que ser 
notificada a la Organización Mundial del Comercio, porque es una norma regulatoria que los países 
que comercian con nosotros ese tipo de cosas tienen que saber que los cigarrillos que entran acá son 
de caja plana, que significa que son sin propaganda. Esto nos parece muy importante porque nos va a 
permitir identificar las prioridades futuras, incluidas las iniciativas potenciales, sectoriales y actividades 
de cooperación relacionadas con la coherencia regulatoria a través de un comité establecido a tales 
efectos. A su vez, este comité asegurará que su trabajo en materia de cooperación regulatoria ofrezca 
un valor adicional a las iniciativas en marcha en otros foros relevantes, a fin de evitar duplicar 
esfuerzos. Y la implementación de buenas prácticas regulatorias permitirá evaluar la necesidad de una 
propuesta regulatoria incluyendo una descripción de la naturaleza e importancia del problema. 
Asimismo, habrá que examinar alternativas viables incluyendo sus costos y beneficios, tales como los 
riesgos involucrados, así como la distribución de impactos, reconociendo que algunos costos y 
beneficios son difíciles de cuantificar. 


El objetivo final de este capítulo es facilitar el comercio a través de un sistema nacional de 
generación de normas inteligentes e integradas. Esto es, si Chile quisiera —volviendo al tema del 
tabaco-— vender cigarrillos al Uruguay, tiene que hacerlo de acuerdo con la regulación uruguaya en este 
sentido de caja plana, por ejemplo. 


El capítulo 16, sobre transparencia y anticorrupción —que está cerrado y tiene 14 artículos—, 
trata básicamente sobre la publicación de leyes, regulaciones, procedimientos y resoluciones 
administrativas y vinculadas al presente acuerdo, de manera que sean puestas a disposición de la otra 
parte y permita a las personas interesadas estar familiarizadas con ellas. Las publicaciones deben 
hacerse en un sitio web oficial y preferentemente en línea. Asimismo, los Estados partes procurarán 
publicar los proyectos de regulación respecto a asuntos cubiertos por este acuerdo con la suficiente 
antelación, a fin de permitir a los interesados presentar su comentarios. 


Respecto a las medidas en el proyecto, cada parte deberá proporcionar a la otra la 
información requerida y responder a las preguntas que se le formulen cuando dichas medidas puedan 
afectar la operación del acuerdo. 


El ámbito de aplicación está orientado a eliminar el soborno y la corrupción. Se establecen 
medidas para combatir la corrupción, se promueve la integridad de los funcionarios y el compromiso de 
cada Estado parte de aplicar y observar leyes anticorrupción. 


Asimismo, en este capítulo se reafirma la determinación de cada parte de eliminar el soborno 
y la corrupción en el comercio internacional y la importancia de la participación tanto del sector público 
como del sector privado en la lucha contra la corrupción. Cada parte se compromete a adoptar 
medidas apropiadas para que sus órganos anticorrupción sean conocidos por el público y 
proporcionará acceso a los mismos para la denuncia, incluso anónima, ante cualquier incidencia que 
pueda considerarse como delito. 


Por último, cabe consignar que el capítulo va en consonancia con la Ley n.* 18381, sobre el 
Derecho de Acceso a la Información Pública, y con la actual política del Gobierno sobre transparencia. 
Debido al corte declarativo del texto, no se aplica el sistema de solución de controversias. 


El capítulo 17 —que también está cerrado y consta de tres artículos—, que se refiere a la 
administración del acuerdo, establece a esos efectos una Comisión de Comercio, que está presidida 
por las Cancillerías y se convoca a los ministerios sectoriales en función de la materia que se trate en 
cada reunión. Se mantendrán reuniones ordinarias una vez al año, las que pueden ser presenciales o 
por cualquier medio tecnológico. Dicha comisión estará encargada de velar por el cumplimiento del 
acuerdo, evaluar los resultados logrados en la aplicación, contribuir a la solución de diferencias y 
supervisar la labor de todos los comités, subcomités y grupos de trabajo. 


La Comisión de Libre Comercio, integrada por funcionarios gubernamentales de alto nivel, 
establecerá en su primera reunión sus reglas y procedimientos; sus decisiones y recomendaciones se 
adoptarán por consenso. Como son dos partes, el consenso es imprescindible. 


Este capítulo no se aparta de lo que formalmente figura en cualquier acuerdo de este tipo, por 
lo que corresponde referirse a él como un texto administrativo. 


El capítulo 18 —que está cerrado y consta de veinte artículos—, trata sobre solución de 
diferencias, y el procedimiento de solución de controversias tiene las siguientes características: dos 
opciones. 


La opción uno es ir al sistema bilateral, que tiene determinados pasos: consultas de buena fe, 
intervención de la Comisión de Libre Comercio —que recién mencionamos-, establecimiento del 
Tribunal Arbitral Ad hoc —tres miembros, uno por cada parte y el tercero de común acuerdo- y, cuarto, 
en caso de cumplimiento del laudo arbitral se puede solicitar una compensación o se suspenden los 
beneficios que da el acuerdo. 


La opción dos es ir a la OMC. Ahí los pasos previos son: primero, también consultas de buena 
fe; segundo, buenos oficios, conciliación y mediación siempre que las partes así lo acuerden en la 
diferencia; tercero, conformación de un grupo especial; cuarto, posibilidad de recurrir ante el órgano de 
apelación de la OMC; y quinto, en caso de incumplimiento del informe del grupo especial o del órgano 
de apelación, se podrá solicitar una compensación o aplicar la suspensión de concesiones. 


Aquí destacaríamos que este capítulo no se aparta de lo que normalmente figura en acuerdo 
de este tipo, por lo que corresponde referirse a él como un texto administrativo también. Es importante 
destacar que en circunstancias normales, la vía utilizada para solucionar una controversia en el ámbito 
bilateral siempre es la opción 1: tribunal arbitral. 


Con el fin de evitar confusiones solamente se utiliza el sistema de la OMC cuando se 
presenta una situación de tal excepción que el Tribunal no puede brindar las garantías necesarias del 
debido proceso. No es una opción presentar el diferendo ante el Ciadi —porque es solo para 
inversiones— o ante cualquier otro organismo internacional como, por ejemplo, la Corte Internacional de 
La Haya. 


El capítulo 19, de excepciones generales, consta de seis artículos y todavía está abierto. 
Este capítulo siempre está previsto en todos los acuerdos comerciales de este tipo y es de estilo tomar 
las mismas excepciones generales que se aplican en el marco multilateral, tanto para bienes como 
para servicios. Los artículos paraguas que se utilizan para estos casos son el artículo 20 del GATT y el 
artículo 14 del Acuerdo General de Comercio de Servicios para servicios. Este gran paraguas incluye 
las siguientes materias que nos habilita a generar nueva normativa o restricciones al comercio 
justificadas, que son necesarias para proteger la moral pública, necesarias para proteger la salud —el 
caso de tabaco— y la vida de las personas y de los animales y para preservar los vegetales; 
excepciones relativas a la importación o exportación de oro o plata; relativas a los artículos fabricados 
en las prisiones —este es un lenguaje un poco antiguo porque es el que se utiliza en el GATT-,; relativas 
a la conservación de los recursos naturales agotables, a condición de que tales medidas se apliquen 
conjuntamente con restricciones a la producción o al consumo nacionales y a la protección del medio 
ambiente. También se han incorporado excepciones relativas a la seguridad del Estado, tales como 
medidas que: 1) impongan a una parte la obligación de suministrar informaciones cuya divulgación 
sería, a su juicio, contraria a los intereses esenciales de seguridad o, 2) impidan a una parte la 
adopción de todas las medidas que estime necesarias para la protección de los intereses esenciales 
de su seguridad relativas a las materias fisionables o aquellas que sirven para su fabricación, el 
comercio de armas, municiones y material de guerra y a todo comercio de otros artículos y material 
destinado directa o indirectamente a asegurar el abastecimiento de las Fuerzas Armadas, a las 
aplicadas en tiempo de guerra, o en caso de grave tensión internacional o impida a una parte 
contratante la adopción de medidas en cumplimiento de las obligaciones por ella contraída en virtud de 
la carta de Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz y de la seguridad internacional. 


Finalmente se incluyen las excepciones de aplicación del acuerdo en caso de tener que 
realizar gestiones para obtener salvaguardias en la balanza de pagos a nivel de bancos centrales, tal 
cual está previsto en la OMC. 


Por último, el capítulo 20 está cerrado y contiene las disposiciones finales. Es un texto 
administrativo que consta de seis artículos y se establece que los anexos, apéndices y notas al pie 
constituyen parte integrante del acuerdo. Contiene las disposiciones vinculadas a la entrada en vigor y 
la denuncia, así como también las relacionadas con la enmienda y la adhesión. 


Con esto estamos finalizando nuestro informe, quedando a disposición de los señores 
legisladores para evacuar alguna consulta que estimen necesarias. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR BORDABERRY.- No me queda claro si juega o no en esto la Resolución n.* 32/00. Quisiera 
saber si este antecedente de hacer este acuerdo puede servirnos para aquellos casos en que no juega 
la Resolución — n.* 32/00, para tratar de hacer acuerdos de este tipo. No quiero que me revele la 
estrategia del país, pero me parece que sería importante avanzar dentro de la Resolución 32/00 para 
saber si esto va a influir en futuras negociaciones. 


Le agradezco mucho al señor canciller por la exposición, y si fuera posible le pediría que nos 
dejara lo que ya está acordado para ir viéndolo, si es que se puede; de no ser así, tendremos que ir a 
la versión taquigráfica. 


Quisiera saber si están cuantificados los beneficios sobre las importaciones y exportaciones 
con relación a los montos, a los plazos y a lo que se espera. Ya tenemos beneficios con Chile, por lo 
que quisiera saber si hay algún beneficio a partir de usarlo, como se dijo, como plataforma para 
acceder a terceros mercados con los que Chile ya tiene acuerdos. Ahí habrá que ver cómo aplican las 
normas de procedencia, etcétera, etcétera. No me voy a referir a la gestión del actual ministro, pero en 
la anterior se dijo que se iba a tratar de introducir esto a través de Chile para poder ingresar a otros 
mercados con los que ese país tenía beneficios, y a mí siempre me llamó la atención porque 
normalmente hay normas de origen. Como eso se lo escuché decir a su antecesor y al anterior 
presidente de la república, me gustaría que lo aclarara el señor ministro. 


También quisiera saber cuál es el órgano anticorrupción ante el que hay que hacer las 
denuncias en el Uruguay. La Junta Anticorrupción no es, porque no tiene capacidad para recibir 
denuncias; para mí es el juzgado, el que a su vez puede pedir la cooperación de la Junta 
Anticorrupción para investigar, según dice la ley que la creó. Eso me llamó la atención. 


Luego le haremos la pregunta que está temiendo. 


SEÑORA ALONSO.- En primer lugar, quiero saludar al canciller y a la delegación que lo acompaña, 
así como agradecerles por haber concurrido a esta sesión para brindar la información. 


En segundo término, debo decir que veo muy positivo un acuerdo de estas características, un 
acuerdo de última generación que profundice y colabore en el desarrollo comercial y económico del 
país. Creo que ese es el objetivo que debemos buscar, dejando de lado visiones ideológicas. Entiendo 
que ha quedado demostrado que nuestra preocupación debe ser el interés nacional. En ese sentido, 
esto lo veo con muy buenos ojos. 


En la misma línea del señor senador Bordaberry iba a preguntar si esto violentaba alguna 
normativa del Mercosur, pero parece que no, salvo que Uruguay pueda, por medio de este tratado, el 
ACE 335, realizar modificaciones indirectas al mismo. Si no se puede modificar el régimen de origen, me 
pregunto en qué mejora nuestra relación en materia de comercio de bienes especialmente, porque si 
no estaría todo esto dentro del acuerdo de complementación económica ACE 35. Eso parece claro y se 
lo escuché decir al señor ministro. También quisiera saber cómo afecta esto en materia de servicios. 


Además, quiero hacerle una pregunta al canciller que tiene que ver con cuestiones políticas. 
Espero que esto no ocurra como ya sucedió en otras instancias con acuerdos de nuestro país en 
materia de servicios, especialmente, en el tema del TISA. Digo esto porque hemos escuchado que hay 
algunas preocupaciones con respecto a la posibilidad de que Uruguay firme un acuerdo bilateral con 
Chile. La preocupación está centrada, sobre todo, en que este acuerdo pueda abrir las puertas al TPP, 
con el miedo que conlleva a que Estados Unidos pueda estar detrás de él; por eso hice la referencia a 
las visiones ideológicas. En este sentido, hace un tiempo leí algunas declaraciones hechas por un 
integrante de la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes —el diputado 
Chiazzaro—, quien decía que el tema se estaba manejando bastante en secreto. Algo parecido se dijo 
con respecto al TISA: que se negociaba en secreto y que eso era malo para la democracia, decía el 
diputado. También hubo algunas voces preocupantes a este respecto; por ejemplo, el diputado Núñez 
—del Partido Comunista— y el diputado Caggiani expresaron su preocupación. 


Si bien este acuerdo —que parece estar muy avanzado-—, indudablemente, va a tener su 
discusión en el Parlamento para su ratificación, no queremos que todo ese esfuerzo que realizan los 
negociadores y la Cancillería corra la misma suerte que el TISA, del que terminamos bajándonos no 
por mandato del Gobierno sino del plenario del Frente Amplio. 


Entonces, quiero dejar constancia de mi preocupación y trasmitírsela al canciller. Me gustaría 
que nos dijera si esto ha sido analizado con la fuerza de gobierno y, en particular, con la bancada 
oficialista, porque queremos evitar que en este caso suceda lo mismo que con el TISA. Creemos que 
este es un buen acuerdo que Uruguay necesita, por lo cual tiene todo el apoyo del Partido Nacional, 
que quiere hacer fuerza para que estos tratados no terminen frustrándose por el camino por visiones 
ideológicas —como dijimos al principio- que ya están perimidas en el mundo. 


SEÑOR SARAVIA.- Agradezco al señor canciller y al equipo asesor del ministerio por su presencia y 
por la información que nos brindaron. 


Quiero resaltar —tal como señaló el señor canciller— que es la primera vez que un ministro 
viene a una comisión para informar sobre un tratado internacional entre los tantos que llegan al 
Parlamento para su aprobación. Así que es bienvenida la información que nos ha dado antes de que 
nosotros comencemos con el tratamiento del tema. 


Me gustaría tener la opinión del señor ministro acerca del tratado que hoy día tenemos 
vigente con Chile. Como el ministro bien sabe, el problema que existe hoy en el mundo no son las 
barreras arancelarias sino las paraancelarias, puesto que en realidad el límite que están poniendo los 
países es en las barreras no arancelarias, ya sean sanitarias o impositivas que son las que, en 
definitiva, frenan los procesos de importación y de exportación. 


Como el señor ministro mencionó, Uruguay tiene un ida y vuelta de comercio con Chile desde 
hace muchos años; inclusive, desde antes de que estuviera vigente el tratado anterior les 
exportábamos carne —sobre todo de vaquillona— y arroz, entre otros. Ese tratado de libre comercio que 
hoy está vigente le ha permitido a Chile entrar en nuestro mercado con determinados productos y ha 
surgido una competencia realmente preocupante en el área de la industria del vino. Ese es uno de los 
temas que ha generado discusión y preocupación en estos tiempos. Se lo menciono porque quiero 
saber a qué se refiere cuando se habla de un tratado de última generación. ¿Se refiere a la parte de 
servicios y tecnología? De todas formas, Chile nos aplica determinadas barreras paraarancelarias y 
nosotros, recíprocamente, no las aplicamos. Hice mención al vino porque, por ejemplo, ha afectado a 
nuestra industria. Uruguay no aplica sobre los vinos importados la máquina isotópica, mientras que sí 
lo hacen Chile y Argentina. Cuando uno ve un tratado de libre comercio debe visualizar qué beneficia y 
qué no beneficia al país. Soy partidario de los tratados de libre comercio y creo que en esta línea hace 
bien el gobierno en cuanto a abrir tratados con distintos mercados como China, Europa e Israel a 
través del Mercosur. Considero que debemos profundizar los vínculos con el área del pacífico. Pero 
también hay que ver las pequeñas estructuras. Por ejemplo, se habló de las pymes. Entonces, hay que 
contemplar nuestras pequeñas estructuras económicas cuando países como Chile, que tiene una 
enorme cantidad de tratados de libre comercio y accede a determinados mercados, tiene también 
diferencias en los costos internos de producción y en la política económica. Y cuando uno habla de 
tratados de libre comercio también tiene que incluir los beneficios fiscales y los temas que tienen que 


ver con las políticas económicas, políticas monetarias, que a veces afectan mucho más que lo que 
puede ser la barrera arancelaria. 


Compartiendo la bienvenida del señor ministro —un hombre de esta casa—, quiero que me 
profundice un poco sobre estos temas. 


SEÑOR CHIAZZARO.- Le quiero agradecer al señor ministro su comparecencia y el hecho de que no 
es usual que se informe previamente a la firma de un acuerdo y que tengamos su presencia acá. Al 
igual que el legislador Bordaberry, estaríamos interesados en poder manejar los textos. Hay una 
información que se da acá, que ha sido profusa, pero no nos permite profundizar en el tema. Con este 
tipo de acuerdos hay que ser precavidos porque se juega, en gran medida, el destino del país. Somos 
un país que esencialmente tenemos que vincularnos al comercio exterior y tenemos ciertos miedos. 
Por ejemplo, me pasa lo mismo que a Trump, que a Hillary Clinton y que a Bernie Sanders, le tengo 
miedo al TPP, y no es un problema ideológico, porque estoy seguro de que esos candidatos a la 
presidencia de Estados Unidos, con seguridad, ideológicamente, coincidan más con la senadora 
Alonso que conmigo. O sea, tengo miedo, porque cuido a mi país y lo quiero. Es una aclaración que 
me parecía oportuna hacerla. 


Al igual de lo que señalaba el senador Saravia, con los lácteos existen también algunas 
trabas que ha impuesto Chile. Y no sé si todavía está vigente en ese país, el sistema de franjas de 
valor. Me dicen que fue eliminado; me alegro mucho porque ese tema nos preocupaba. 


Por otro lado, quisiera hacer una consulta con respecto a las listas negativas, si es el mismo 
mecanismo que el impulsado en el TISA, vale decir, lo que está establecido como negativo es lo que 
queda y el futuro queda abierto. Si ese es el mecanismo, realmente nos preocupa porque el futuro 
implica que siempre va a haber incremento. 


Con respecto al tema de la propiedad intelectual, estuve hablando con la gente de los 
laboratorios nacionales que exportan muchos medicamentos. Por lo que informan ustedes, en lo que 
tiene que ver con patentes, marcas y derechos de autor todavía no tenemos acuerdos. O sea, lo que 
me están diciendo es que todo esto no se va a regular y cada cual se va a regir por su legislación 
nacional. ¿Es así? Bueno, es una buena noticia. 


Y después tenía algunas dudas con respecto al tema del comercio electrónico. ¿Los datos 
personales van a migrar? La migración de datos personales me preocupa porque siempre es algo que 
complica. 


Por otro lado, me preocupa también lo que tiene que ver con la coherencia regulatoria y las 
prácticas de competencia y de transparencia. ¿En qué medida entienden que esto pueda llegar a 
limitar la potestad regulatoria del Estado? 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Empiezo por su orden, respondiendo las inquietudes del señor senador 
Bordaberry. 


La famosa decisión 32/00 está referida únicamente al comercio de bienes que, en este caso 
con Chile, está amparado por el ACE 35, en el marco de Aladi. Ya tenemos el comercio liberado en un 
cien por ciento de ambos lados, por lo que no influye para nada en esto. Lo que hacemos es poner el 
ACE 35 en este nuevo tratado por una cuestión de coherencia normativa —por decirlo de alguna 
manera- y para no tener que estar mirando dos textos. 


Efectivamente, en el marco de Aladi, Uruguay tiene el ACE 58 con Perú, pero en 2017 
quedamos liberados en un cien por ciento; el ACE 59 con Colombia y estimo que para 2018 —si la 
memoria no me falla— también estaríamos casi en un cien por ciento de liberación de bienes; y el ACE 
60, que es el tratado de libre comercio parcial con México, el de la «productera», como se le dice, 


porque hay productos excluidos, hay cuotas, hay contingencias, etcétera. Es decir que en materia de 
bienes podemos seguir avanzando y, de hecho —como lo anuncié aquí-—, el próximo 6 de setiembre va 
una misión de Uruguay a negociar la profundización del tratado de libre comercio con México, que nos 
ha dado buenos resultados. 


El señor senador Bordaberry nos pregunta qué es lo que esperamos, sobre todo en lo que 
tiene que ver con los servicios, porque los bienes ya están incluidos. Como es sabido, Uruguay y Chile 
tienen un comercio favorable a nuestro país, por unos veinte millones de dólares; tal como dije antes, 
hay muchas inversiones chilenas y, en lo personal —no sé si los equipos técnicos la tendrán—, no tengo 
una cuantificación de qué podemos esperar en materia de ventas. Me parece que es algo para ser 
desarrollado porque, al fin y al cabo, me viene a la memoria esa definición que siempre manejo y es 
que el rol de la Cancillería es abrir la puerta y, eventualmente, prender la luz; ¡que vengan los privados 
atrás y hagan las operaciones que tengan que hacer! 


Si el señor presidente lo autoriza, quisiera ceder el uso de la palabra al embajador Nario. 


SEÑOR NARIO.- Ante todo quería referirme al tema de la 32/00 porque se repite continuamente la 
preocupación por esta decisión. No vamos a entrar en un análisis profundo, pero lo que se hace allí — 
para decirlo en pocas palabras— es reiterar que no hay que violar el Arancel Externo Común. 


En realidad, nos tenemos que referir a la decisión 2294 del Mercosur, que fija el Arancel 
Externo Común. Cuando hemos negociado todo el capítulo de bienes al cien por ciento de margen de 
preferencia y lo incorporamos al nuevo acuerdo, no estamos violando el Mercosur. 


Para ir a la pregunta que sí quiero ampliar un poco con respecto a lo que señaló el señor 
ministro, relativa a las nuevas oportunidades que surgen con este acuerdo, debo decir que además de 
la liberación comercial tenemos un mejoramiento de las normas que hacen que el comercio sea más 
fluido. Tenemos un comité sanitario y fitosanitario. Mencionamos los obstáculos técnicos al comercio, a 
toda aquella normativa que generan los países y que impiden el comercio. Tenemos un acuerdo sobre 
facilitación de comercio que hará que los productos uruguayos que hoy demoran en llegar al mercado 
chileno, puedan ingresar en forma más fluida y rápida. Además, en este acuerdo hay algo muy 
importante, que es la posibilidad de tener algo de lo que todos hemos escuchado hablar por ahí: las 
cadenas globales de valor. Uruguay es un fuerte productor de materias primas del sector forestal, pulpa 
de papel y madera. Por ejemplo, Chile es un gran productor de muebles y exporta a todas partes del 
mundo. Podemos utilizar la cadena de valor del sector de la madera, pero estoy hablando solo de un 
sector en particular que se me ocurre en este momento. Como muy bien decía el señor senador 
Bordaberry, tenemos que hacer un análisis de aquellos veinticinco TLC que Chile ha firmado y que le 
permiten acceder a casi el 70 % del comercio mundial sin aranceles, para ver cómo es el régimen de 
origen de cada uno de ellos; como nosotros con Chile tenemos un régimen de origen de 60-40, o sea, 
60 % nacional y 40 % importado, podemos entrar por esa ventana y venderles a otros países. Esa es 
una posibilidad que ya teníamos pero que no usábamos. Estoy seguro de que este acuerdo ofrece 
mejores condiciones en todos los sectores y que, además, va a generar expectativa en el sector 
privado. 


En cuanto al tema de que no son bienes sino servicios quiero decir que, tal como mencionó el 
señor ministro, si bien hay sectores que están fuera del acuerdo, como telecomunicaciones —porque 
nosotros tenemos un fuerte monopolio- y servicios financieros —que los chilenos no estuvieron 
interesados en incluir—, se ofrecen grandes posibilidades a un sector de alto desarrollo en el Uruguay, 
como es el sector de la información y del software, para utilizar este nuevo canal que vamos a tener 
con Chile. Además, esto está apoyado en el reciente acuerdo que firmamos para evitar la doble 
imposición. Creo que en mi anterior comparecencia lo mencioné, y hoy lo reitero: las empresas de 
software uruguayas, como no pagaban impuestos acá, Chile las obligaba a pagar el 25 % allá. Con el 
nuevo acuerdo —que todavía no fue aprobado por el Parlamento pero que esperamos que pronto lo 
esté—, las empresas uruguayas van a dejar de pagar ese 25 %, es decir que vamos a tener un sector 
mucho más competitivo y con un canal abierto para ingresar al mercado chileno y quizás también a 
terceros mercados. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes de referirme al sector del software y a la doble imposición, digo que, a 
mi entender, los bienes ya existían. Se nos dijo que eso se va a incluir en el nuevo acuerdo. Ahora 
bien; de acuerdo a la Resolución 32 hay una prohibición de hacer un nuevo acuerdo. Eso puede ser 
bueno, adelanto que no lo estoy criticando. Si estamos haciendo un nuevo acuerdo, una de dos: o lo 
que habíamos hecho antes era válido y, por ende, seguimos con el mismo, o estamos haciendo un 
nuevo acuerdo pese a la prohibición que existe. Entonces eso sería una nueva forma de horadar esa 
resolución pensando, no en Chile sino en terceros países. Mi pregunta tenía un complemento y era 
saber si esto sirve como estribo para ir, de alguna forma, más allá de la extrazona. He leído 
declaraciones del propio ministerio diciendo que esa es una de las estrategias que se quiere seguir. 


Con respecto al tratado para evitar la doble imposición, voy a pedir que se explique porque 
tengo entendido que hay diversas formas de hacerse: tax credit, tax sparing, etcétera. Entiendo que 
evitar la doble imposición quiere decir que por el impuesto que se paga en un país, hay un crédito, el 
tax credit, en el otro país. Entonces, en realidad, si acá no pagan, pagan allá. Me resulta difícil ver cuál 
es el beneficio en ese caso, salvo que vayamos a otra forma que, aunque hace ya muchos años que 
estudié el tema en Facultad, creo recordar. Sé que también está el tax sparing. Solicito una aclaración 
porque, francamente, así como es el tradicional, no veo el beneficio. 


SEÑOR NARIO.- No, no es tax sparing. Lo que va a suceder es que nosotros vamos a gravar en una 
porción muy pequeña, entonces, como Uruguay va a gravar a su sector, se va a eliminar el 25 % que 
pagaba en Chile. 


(Intervención del señor senador Bordaberry fuera de micrófono, que no se escucha) 
Va a ser algo mínimo. 


SEÑOR CHIAZZARO.- Creo que no fue aclarada la pregunta que formuló el señor senador Bordaberry 
respecto a la Resolución 32/00. Entiendo que no se aplica al acuerdo con Chile porque ese país no 
forma parte del Mercosur, es un Estado asociado. Por lo tanto, no corresponde la aplicación de esta 
resolución. 


Chile puede negociar con terceros países, y Uruguay, en el acuerdo que tiene con Chile, 
puede negociar por su parte. O sea que no hay ninguna posibilidad de subirse a ningún estribo, la 
Resolución 32/00 sigue vigente para los miembros plenos del Mercosur y no para el comercio con los 
países asociados. 


SEÑOR ALVEZ.- Respecto a la consulta del señor senador Bordaberry en lo que tiene que ver con la 
anticorrupción, el organismo de referencia a la hora de negociar fue la Jutep; con ellos conversamos. 
Este capítulo tiene un corte declarativo: consagra la normativa multilateral que Uruguay ha suscrito, la 
trae al ámbito bilateral y genera un punto focal en nuestro país para recibir todas las consultas, ya sea 
por personas físicas o jurídicas. Este punto focal va a generar la obligación de que la Administración 
central se haga cargo de dar más potestades a la Jutep o en algún lugar encontrar un punto que 
genere una obligación para que esa persona pueda ser receptora de las preguntas, circularlas en la 
interna de la Administración central y hacer el mismo trabajo a la inversa para responder a Chile. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a responder una pregunta vinculada a la posibilidad de dejar a disposición los 
textos que tenemos acá. Lamentablemente, la respuesta es negativa porque estos textos todavía están 
bajo revisión legal y la negociación no ha concluido. Como es de conocimiento de los señores 
legisladores, concluirá en el mes de setiembre; en octubre vamos a firmar entre los cancilleres, para 
después pasarlo al Consejo de Ministros y recién a partir de ese momento se elaborará el proyecto de 
ley que será enviado al Parlamento. 


Aquí se ha preguntado, por parte de la señora senadora Alonso, cuál va a ser el método de 
presentación o el curso normal de este acuerdo. Me voy a permitir leer los artículos de la Constitución 
—-sé que los señores legisladores los saben de memoria— que están vinculados a las competencias de 
los Poderes del Estado. 


El artículo 168 da al Poder Ejecutivo —es decir, al presidente de la república actuando con el 
ministro o ministros respectivos o con el Consejo de Ministros— la competencia de «Concluir y suscribir 
tratados, necesitando para ratificarlos la aprobación del Poder Legislativo», y a la Asamblea General le 
compete «Decretar la guerra y aprobar o reprobar por mayoría absoluta de votos del total de 
componentes de cada Cámara, los tratados de paz, alianza, comercio y las convenciones o contratos 
de cualquier naturaleza que celebre el Poder Ejecutivo con potencias extranjeras». 


De manera que el Poder Ejecutivo va a terminar este acuerdo, va a firmarlo con Chile y lo 
enviará al Parlamento, donde se ratificará o no. Esa es la mecánica, el orden constitucional de las 
cosas. Creo que la pregunta era importante porque hay un antecedente, como dijo la señora senadora 
Alonso, que marca otra cosa. 


En realidad, no voy a contestar respecto a lo que la señora senadora Alonso escuchó del 
diputado Chiazzaro porque le corresponde a él -y bien lo hace, por cierto—, pero aclaro que no 
estamos negociando en secreto, primero, porque hay un equipo de más de cuarenta personas que 
están tratando estos temas y, por lo tanto, por eso ya deja de ser secreto; segundo, porque estamos 
aquí brindando información antes de que esto se firme y, tercero, porque todos los tratados se han 
negociado de esta misma manera y eso no suponía ningún secreto. El tratado del Mercosur se estudió 
y se negoció entre las cancillerías de los países intervinientes, al igual que el tratado con México, el 
tratado con Israel, el tratado con SACU, el tratado con India y el tratado con Egipto. En fin, todos se 
han negociado así y se seguirá haciendo de esta forma porque es competencia del Poder Ejecutivo, 
que lo hace, lo firma y lo manda al Parlamento, y es este el que puede decir que sí o que no. 


También es verdad que de acuerdo a algunas declaraciones que están haciendo algunos 
candidatos, el TPP —Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica— está en serio riesgo de 
aprobarse. Además, no olvidemos que para que entre en vigencia, en la aprobación tiene que estar 
representado el 80 % del total del producto bruto de los países intervinientes. Quiere decir que si 
Estados Unidos no aprueba el TPP, este no sale. Y según las declaraciones de los candidatos 
presidenciales, como aquí se dijo, parece que no va a concretarse. 


El señor senador Saravia hizo algunas preguntas vinculadas a bienes, sobre todo, a vinos, y 
me voy a apoyar nuevamente en los negociadores que manejan mejor estos textos. 


SEÑOR SARAVIA.- Quiero hacer una aclaración. Mencioné una serie de bienes por la aplicación a que 
se hace referencia. Por ejemplo, por el tratado que hoy tenemos con Chile, hay controles que se hacen 
a las exportaciones de Uruguay y aquí no se hace la recíproca. Pasa lo mismo con uno de los temas 
más importante que tiene nuestro país y que se mencionó acá, que es la exportación de maderas para 
la construcción a Estados Unidos. Se trata de una empresa instalada en Tacuarembó y en Rivera. Y 
esto tiene que ver también con la recíproca de los controles que se hacen allá. Hoy se mencionaba 
que esa madera podría ser un vínculo importante con Chile. A mí me parece que ahí se eliminan 
barreras arancelarias que se están dando en Estados Unidos. Yo hablo por lo controles. Mencioné el 
ejemplo del vino porque en Uruguay ha sido típica una discusión que se viene dando desde hace años: 
la aplicación de determinadas barreras arancelarias y paraarancelarias. A Uruguay ingresa gran 
cantidad de vino sin el control de la máquina isotópica —que es la que controla los contenidos de agua 
y ácido—, y, por ejemplo, en el arroz de grano largo que hoy exportamos, que es el mejor del mundo, 
incluso, por encima de los precios internacionales que tiene Estados Unidos, se aplican controles sobre 
determinados hongos. 


Entonces, quería saber si en este tratado cada país avanza en profundizar la aplicación de 
determinados controles que hoy se están haciendo, recíprocamente. Menciono este tema porque ha 
venido siendo discutido en los últimos años. 


SEÑOR NARIO.- En lo personal, he tenido el privilegio de negociar también el tratado del Mercosur y 
esta preocupación que hoy trasmite el señor senador fue la preocupación original en oportunidad de 
aquella negociación. Entonces le proponíamos a Chile eliminar los aranceles al vino en diez años. 
Nuestro sector temblaba, y lo que sucedió finalmente fue que se reconvirtió y hoy tenemos vinos de 
alta calidad. 


Con relación a normas de carácter fitosanitario o «normas técnicas», como las llamamos, 
tenemos en el nuevo acuerdo algo que no teníamos en el anterior. Hablamos de un comité de medidas 
sanitarias y fitosanitarias donde vamos a tratar toda esa temática. Además, tenemos un comité de 
normas técnicas donde vamos a tratar toda la problemática del acceso a los mercados de los dos 
países. Es decir que estamos innovando, estamos mejorando. 


Si bien hoy no puedo decir que estamos en pie de igualdad, sí puedo afirmar que Uruguay 
tiene normas técnicas y medidas sanitarias que afectan a productos chilenos. Y ellos nos lo han hecho 
saber. Creo que lo bueno de este acuerdo es que vamos a tener dos instrumentos: dos comités 
técnicos que se van a reunir para eliminar estas dificultades que hasta el día de hoy tenemos. Por eso 
soy muy optimista, pienso que el comercio bilateral va a crecer sustancialmente. Y como Chile es un 
país, naturalmente, con una economía más grande que la nuestra, esperamos que los 199:000.000 
que exportamos en 2015 puedan aumentar en ciento y tantos millones. Eso depende del Gobierno en 
cuanto a la eliminación de las barreras técnicas, pero también depende de la voluntad y el ahínco que 
tenga el sector privado para utilizar los instrumentos que el Gobierno pone a su disposición. 


SEÑOR MINISTRO.- El señor legislador Chiazzaro preguntó acerca de: listas negativas, propiedad 
intelectual, datos personales y coherencia regulatoria. 


Sobre la coherencia regulatoria quiero decir dos cosas. Ante todo, como lo dije en el 
comentario inicial, es un disciplinamiento interno; esto es para nuestro Estado, para nuestro Gobierno. 
Debemos ser conscientes de que tenemos que ser disciplinados en materia de regulaciones y hacer 
las comunicaciones necesarias en los ámbitos adecuados, para evitar perjuicios que pueden 
plantearse a través de reclamos. 


La coherencia regulatoria del capítulo 15 va a entrar en vigor al tercer año de ratificado el 
acuerdo. Esto también está establecido, por lo tanto, tenemos tres años para prepararnos a efectos de 
difundir las bondades que tiene este capítulo en esta materia. 


Para referirse a los datos personales en el comercio electrónico, le cedo la palabra a la 
embajadora Dupuy. 


SEÑORA DUPUY.- Si bien no negocié este capítulo, quisiera aportar que efectivamente se trata de un 
derecho humano y Uruguay es el país de América Latina que mayor nivel de protección tiene en la 
materia. Además, es el único país en el mundo certificado por la Unión Europea como cumpliendo 
sustancialmente todos los requisitos que refieren a protección de datos personales. De hecho, nuestro 
país es ratificante del Convenio n.* 108 del Consejo de Europa —en general, a esos convenios pueden 
adherir países que no son parte de esa región—. La seguridad jurídica que ello supone nos da una 
plataforma importantísima para la instalación en el Uruguay de, por ejemplo, call centers u otro tipo de 
servicios, puesto que saben que nuestro país garantiza bien esa protección de datos personales. Por 
otro lado, la Agesic tiene una institucionalidad y normativa que así lo demuestra. 


SEÑOR ALVEZ.- Complementando la intervención de la embajadora Dupuy, con respecto al comercio 
de las bases de datos y a cómo son tratados los datos personales, quisiera agregar que Uruguay lo 
considera un derecho humano fundamental. Entonces, la única forma a través de la cual una empresa 
puede vender a otra una base de datos, sobre todo fuera del territorio uruguayo, es si la información de 
anonimiza, esto es, si se quita todo tipo de datos, como nombre, apellido, dirección postal y demás y 
solo se deja la información cuyos únicos fines son estadísticos como, por ejemplo, si es hombre o 
mujer, mayor o menor de cincuenta años, etcétera. Con respecto a esto, nuestra normativa nacional 
está muy por encima de la chilena y fue un interés muy ofensivo de Uruguay durante las 
negociaciones, por lo que Chile tuvo el buen tino de ajustarse a los estándares más altos que son los 
que aplica nuestro país. Por el momento, ellos no están a este nivel. 


SEÑOR NARIO.- Vamos a intentar responder las preguntas del señor legislador diputado Chiazzaro 
sobre listas negativas, negociadas en el acuerdo de servicios y la diferencia con el Tisa, al que hizo 
mención. Aquí hay una gran diferencia, porque en el Tisa teníamos el Anexo | en el que se consolida la 
normativa. Es decir, por lista negativa uno pone toda la normativa del país que no se da —digamos-,; el 


resto, queda abierto. Además, tenía una cláusula que se denominaba «del trinquete»: no se puede dar 
marcha atrás respecto a lo que hoy di; es para siempre. En este acuerdo bilateral tenemos un Anexo ll 
que se llama reserva a futuro, por el cual las reservas pueden de trato nacional, de la nación más 
favorecida, accedo a mercado y presencia local. Con respecto a lo que di y está en la legislación, para 
uno de estos puntos puedo decir que tengo una reserva a futuro, sobre tales o cuales servicios como, 
por ejemplo, audiovisuales. 


SEÑOR CHIAZZARO.- Entonces, por ejemplo, en el caso de una nueva tecnología que aparece, 
estaría cubierta y hago amplias reservas en el Anexo ll. 


SEÑOR NARIO.- Así es. 


SEÑOR PEÑA.- En particular, estoy pidiendo disculpas a los presentes, al canciller y agradeciendo al 
Senado por la invitación. Nosotros habíamos tenido la oportunidad, en la Cámara de Diputados, de ya 
estar hablando de este proyecto con Chile sobre el que hemos manifestado nuestra preocupación y 
opinión. 


No podemos dejar de mencionar, en un día tan particular como el de hoy y ya que contamos 
con la presencia del canciller en el Parlamento, la declaración que acabamos de leer con respecto al 
tema de Brasil. 


Señor presidente: solicitaría, si fuera posible, tener aquí la opinión del señor canciller, más allá 
de aclarar también nuestro profundo desconcierto, además de no estar para nada de acuerdo con la 
declaración que acaba de emitir la Cancillería con respecto al tema de Brasil. Pero antes de formar 
opinión —porque seguramente profundizaremos en el tema si logra tener discusión— nos gustaría tener 
la opinión de primera mano en base a lo que Cancillería acaba de emitir. Nosotros consideramos que 
varias de las frases del mensaje son de injerencia en los asuntos internos del vecino país —y otras 
generan un segundo sentido, que preocupa y plantea dudas— que nos preocupan profundamente, 
porque vamos a terminar alineados con respecto a nuestros vecinos. Reitero que antes de expresarme 
definitivamente, prefiero tener la opinión del canciller, ya que se encuentra entre nosotros, a fin de que 
podamos avanzar en la discusión de este tema. 


SEÑOR MINISTRO.- La opinión de la Cancillería está reflejada nítidamente en el mensaje, no hay 
ninguna otra opinión, y si el señor legislador no lo ha leído, lo hago yo. Como el señor legislador no lo 
ha leído, lo leo yo. Dice: «El Gobierno de la República Oriental del Uruguay ha seguido con atención 
los procesos políticos y jurisdiccionales en la República Federativa del Brasil, que culminaron en el día 
de ayer con la decisión del Senado de destituir a la Presidenta electa legítimamente por el pueblo 
brasileño. Uruguay desea destacar el rol de la Presidenta Dilma Rousseff en fortalecer la histórica 
relación bilateral, que permitió alcanzar una alianza estratégica que ha redundado en beneficio de 
ambos pueblos. Uruguay aspira a que en el marco de la institucionalidad democrática, el pueblo 
brasileño alcance sus objetivos de estabilidad y desarrollo. Más allá de la legalidad invocada, el 
Gobierno uruguayo considera una profunda injusticia dicha destitución». 


SEÑOR MIERES.- Me había anotado para hacer uso de la palabra a fin de conocer la postura del 
Gobierno sobre la situación brasileña, pero una vez que se ha expresado debo manifestar una honda 
preocupación, porque la opinión sobre la decisión tomada no parece ser una postura razonable con 
relación al diálogo entre dos países donde hay que tener mucho cuidado con la calificación de 
«injusta» a la decisión que asumió el Parlamento brasilero legítimamente en función de lo que 
establece la Constitución de Brasil. 


Pregunto —si se lee esto en el contexto del episodio reciente, donde hubo dificultades— si el 
Gobierno tiene conciencia de los problemas que se pueden generar a partir de una declaración del 
tenor de la que se ha emitido —reconozco que no tiene la misma característica que la de otros países 
de la región que retiraron sus embajadores— e implícitamente, entiendo yo, se reconoce al nuevo 
Gobierno. Tememos que, a partir de esto, haya una situación de sensible deterioro en el vínculo 
bilateral. La pregunta es si eso se ha calibrado por parte del Gobierno. 


Entiendo, además, que hay posiciones distintas. Pregunto qué opina el Gobierno de que el 
ministro del Interior haya declarado públicamente que, a su juicio, se trata de un golpe de Estado. Acá 
una cosa son los legisladores, que tienen todo el derecho de decir lo que se les cante, y otra cosa es el 
Gobierno. El Gobierno habla por sus ministros; el del Interior es el ministro político. El ministro del 
Interior acaba de decir una cosa que es contradictoria con la declaración del propio Gobierno, es decir, 
opinó y calificó de golpe de Estado lo actuado. El Gobierno, a su vez, dice que fue injusto pero no lo 
califica de golpe de Estado e implícitamente reconoce la legitimidad. La sensación que uno tiene es 
que la orquesta desafina, señor canciller; desafina profundamente y nada menos que con el vecino con 
el que tenemos los mayores intereses comerciales de todo el mundo. 


Esa es la pregunta: cómo se explican todas estas cosas. 


SEÑORA ALONSO..- La verdad es que, reafirmando algunos conceptos que se daban acá por parte de 
los legisladores Peña y Mieres, yo también quiero trasmitir mi preocupación. No hay preguntas o, mejor 
dicho, seguramente la Cancillería no sé si tiene las respuestas. La verdad es que me deja una honda 
preocupación. 


La declaración que leímos detalladamente —que el señor canciller leyó y nos aclaró— habla de 
injusticia. Esto sí es inmiscuirse en los asuntos internos, señor canciller. Está bien, se tolera y hasta me 
parece buena en el sentido de declarar la solidaridad con una presidenta. A mí —lo dije ayer en varias 
oportunidades— no me gusta que una presidenta que fue electa democráticamente sea destituida de 
esta manera, pero el mecanismo es legítimo. Entonces, la declaración de hoy del Gobierno uruguayo 
de establecer injusticia, es inmiscuirse en los asuntos internos. Si es justo o no, no corresponde al 
Gobierno uruguayo determinarlo. El Gobierno uruguayo puede decir que este mecanismo fue legítimo; 
si le gusta o no, no creo que haya sido correcto establecer en una declaración la injusticia. Lo reafirmo 
porque creo que ahí es donde, al menos desde mi punto de vista, no comparto esa declaración. 


Pero además —en esto no quiero entrar en un debate—, a propósito de lo que hoy está 
ocurriendo en Venezuela, me resulta muy extraño que por un lado se hable de esta manera de lo que 
pasa en Brasil, y de Venezuela, ¡silencio! La expresión más dura sobre Venezuela fue «democracia 
autoritaria», que usted explicó, canciller, lo que significaba porque no lo entendíamos. 


Entonces, realmente dejo constancia de mi preocupación porque no entendemos las 
posturas. Cuando las revoluciones son de derecha, son golpes de Estado, y cuando son de izquierda... 


SEÑOR MINISTRO..- El Gobierno no dijo eso. 


SEÑORA ALONSO.- Bueno, distintos referentes del oficialismo lo han marcado y lo han manifestado 
en estas últimas horas. Por eso también está la confusión, porque el Gobierno no se había expresado y 
tenemos un ministro del Interior hablando de política exterior. 


SEÑOR MINISTRO..- Lo hizo a título personal. 

SEÑORA ALONSO.- Bueno, por eso también queremos conocerlo por parte de ustedes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les pido por favor que evitemos los dialogados. 

SEÑOR MINISTRO..- Es por economía procesal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, pero con esa economía procesal están matando dos pájaros de un tiro. 
Me parece que es un buen negocio, canciller. Mírelo por ese lado. 


SEÑORA ALONSO.- Gracias, presidente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacerle preguntas, en lugar de dar una opinión. 


Leo el comunicado de la Cancillería y —lo confieso—-, me cuesta entenderlo, por eso voy a 
hacerle algunas preguntas. Por momentos, parece ir para un lado y, por momentos, parece ir para 
otro. Quizás eso es lo que quieren hacer, a veces, así son los diplomáticos. Dice así: «El Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay ha seguido con atención los procesos políticos y jurisdiccionales en 
la República Federativa del Brasil, que culminaron en el día de ayer con la decisión del Senado de 
destituir a la Presidenta electa legítimamente por el pueblo brasileño». O sea que dice que culminó el 
proceso, lo describe, no dice si ese proceso es o no constitucional, no se pronuncia sobre eso. Luego 
sigue: «Uruguay desea destacar el rol de la presidenta», y es hoy, ya no es presidenta «Dilma Rousseff 

en fortalecer la histórica relación bilateral, que permitió alcanzar una alianza estratégica que ha 
redundado en beneficio de ambos pueblos». Uruguay hoy está diciendo que Dilma Rousseff es 
presidenta, por lo menos eso es lo que dice acá. Pido disculpas por mi deformación jurídica 
piedeletrista. Dilma Rousseff no es presidenta y no podemos hablar de la presidenta Dilma Rousseff, 
por lo menos es lo que me parece. Pero, después sigue diciendo: «Uruguay aspira a que en el marco 
de la institucionalidad democrática, el pueblo brasileño alcance sus objetivos de estabilidad y 
desarrollo». Luego expresa: «Más allá de la legalidad invocada», —lo que no quiere decir que haya 
legalidad, se pone en tela de juicio- «el Gobierno uruguayo considera una profunda injusticia dicha 
destitución». Cuando veo esto con ojos de abogado, creo que el Gobierno uruguayo sigue sosteniendo 
que la presidenta Dilma Rousseff está en funciones y, además, en ningún momento dice que van a 
seguir trabajando con el presidente Temer. Frente a estas dudas, la pregunta que le hago al señor 
canciller es la siguiente ¿Considera que la señora Dilma Rousseff continúa siendo presidenta de la 
República Federativa del Brasil? ¿Considera que el presidente Temer es el presidente actual y 
constitucional de Brasil? Hago estas preguntas porque entiéndanme como entiendo esto. Los 
abogados recurrimos a la historia fidedigna de su sanción y si no nos alcanza, a los hechos posteriores 
de los contrayentes, que sirven para explicar lo que se quisieron decir. En este caso, vemos al 
expresidente, hoy senador Mujica diciendo que hubo un golpe de Estado y al ministro del Interior 
haciendo declaraciones en el sentido de que era un golpe de Estado, lo que estamos esperando es 
que, en lugar de anunciarlo, vayan y le apliquen a Brasil la cláusula democrática y lo expulsen del 
Mercosur, porque si hay golpe de Estado se debe actuar en ese sentido, cosa que estoy seguro que no 
van a hacer, porque uno puede hablar en la pulpería, pero cuando llega a la comisaría, no dice nada. 
Entonces, las preguntas, reitero, son esas dos, si considera que Dilma Rousseff continúa siendo 
presidenta y si considera que el señor Temer es el actual presidente de la República Federativa del 
Brasil. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Primero quiero señalar que es un gusto estar dialogando con la representación 
de la Cancillería encabezada por el ministro Nin Novoa. 


Creo que la situación que viene ya de un tiempo a esta parte que ha generado debates 
políticos en nuestro país y, sin lugar a dudas, también en distintos ámbitos internacionales, es una 
situación compleja y de la que no hay una única lectura. Eso es lo que se está expresando en las 
preguntas que se le plantean al señor canciller en torno a esta declaración. 


Entendemos que el gobierno se ha expresado ante un hecho donde nadie puede mirar para el 
costado, como no se miró para el costado hace unos años atrás Collor de Mello renunció antes de que 
finalizara el impeachment; alguien que tuvo un rol en la institucionalidad de un país. 


Creo que en este caso lo que ha planteado la Cancillería tampoco es un desconocimiento a lo 
que las autoridades del parlamento brasilero, en un proceso legal, le han conferido al señor Temer. 
Además la Cancillería no expresa que ese proceso sea ilegítimo, sino que, por el contrario, lo ratifica. 


Acá se han hecho, por un lado, valoraciones políticas pero, por otro, se quieren hacer lecturas 
legales. Por supuesto que siempre, de un lado u otro, va a surgir la mirada crítica a lo que expresó el 
gobierno, aunque debe quedar claro que éste se expresó. Lo demás son expresiones de actores 
políticos que no quiere decir que sean expresiones del Gobierno, aunque la persona tenga un rol en el 
Poder Ejecutivo, en el Parlamento o en una intendencia. Eso no involucra al Gobierno que se expresa 
a través del Poder Ejecutivo en su conjunto, formado por el presidente y sus ministros. En este caso 
hay un comunicado del Poder Ejecutivo que se ha hecho a través de la Cancillería, porque al ser un 
asunto internacional es a quien le corresponde junto con el presidente. Esa es la posición institucional. 
Entiendo que algunos legisladores puedan no sentirse representados con esa declaración, pero el 
Poder Ejecutivo lo debe llevar adelante el doctor Tabaré Vázquez y el canciller Rodolfo Nin Novoa, 


porque el primero fue electo por la ciudadanía y el segundo, designado por quien fue electo por la 
ciudadanía. Ese es el rol que están asumiendo con responsabilidad y compromiso, aunque se podrá 
coincidir o discrepar. 


Creo que también hay una magnificación cuando se habla de «injusticia» En definitiva, ¿qué 
es la justicia? El hecho de que una presidenta electa por la inmensa mayoría de la ciudadanía, 
ratificada en una segunda vuelta y que hoy mediante un mecanismo legal, legítimo, es sacada del 
cargo para el que fue electa por más de 50:000.000 de ciudadanas y ciudadanos, para mí es una 
injusticia. Sin embargo, eso no quiere decir que se vaya a hacer fuerza para que vuelva a gobernar 
Dilma Rousseff. Eso no lo podemos ni lo vamos a hacer, pero es una injusticia porque un mecanismo 
permite que no se pueda seguir adelante con lo que votó la inmensa mayoría de los brasileños. Creo 
que no se puede hablar de injerencia interna. Entiendo que injerencia interna hubiera sido pedir que 
vuelva Dilma Rousseff o plantear si el Senado brasileño, donde la mitad de sus miembros está siendo 
indagado por corruptela, tiene la autoridad moral para destituir a una presidenta que fue electa por más 
de 50:000.000 de ciudadanas y ciudadanos. Sin embargo, el estado uruguayo no hizo eso, nuestro 
gobierno, nuestra Cancillería, no han hecho eso. Por tanto, es legítimo. Acá estamos en un ámbito 
político, acá se encuentra la representación de los partidos y de la ciudadanía y no se puede tener una 
única mirada. Eso es lo que ha pasado. Ahora bien, el gobierno ha sido respetuoso y lamenta una 
situación que en el mundo está siendo vista por la inmensa mayoría de los ciudadanos como una 
injusticia. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Antes que nada, quiero agradecer profundamente la minuciosa exposición que 
escuchamos hoy sobre el tratado con Chile; creo que el gesto de haber venido a informar al 
Parlamento antes de que el tratado sea aprobado e, incluso, antes de que comience el proceso de 
discusión, demuestra un acercamiento en la relación entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. 


Por otra parte, es digno de destacar el gesto democrático “como ya se mencionó- del señor 
ministro de Relaciones Exteriores, que es un hombre de la casa, ya que —como todos sabemos- fue, 
nada más ni nada menos que el presidente de la Asamblea General, además de ser senador en la 
legislatura pasada. Él podría haber dicho, atándose a una formalidad —que no es ajena a los 
procedimientos parlamentarios—, que este tema no era aquel para el cual había sido convocado y que 
lo convocaran en otra ocasión para venir a discutir sobre un asunto que, sin duda, es de enorme 
trascendencia. Sin embargo, expuso su punto de vista, sabiendo y descontando que iba a haber 
opiniones diversas, tal como viene sucediendo desde hace muchos años en política internacional. Me 
refiero a varios episodios, por ejemplo, el de Paraguay —sobre el cual todavía se sigue discutiendo, a 
pesar de que ya han pasado muchos años-, la situación de Venezuela, la de Brasil, en fin, ha habido 
varios casos en los cuales, con realismo político y con el sentido de responsabilidad republicana de ser 
parlamentarios que representamos nuestras ideas —aunque al mismo tiempo somos todos uruguayos y 
tenemos que velar por el espacio político que integramos, que es la nación uruguaya— hemos mostrado 
diferencias, que es lógico y legítimo. No vamos a ser nosotros los que digamos que no hay derecho a 
plantear diferencias; sí, por supuesto que lo hay, pero nunca perdamos de vista la significación que 
puede tener asumir determinados temas de una manera o de otra. 


Sabemos que en esta materia han existido y existen puntos de vista diferentes, entonces la 
técnica de sorprenderse con el tema de la declaración es, simplemente, un procedimiento político más 
de los que pueden utilizarse habitualmente en el Parlamento. 


Como integrante del Frente Amplio de la Comisión de Asuntos Internacionales, quiero decir 
que hemos discutido y hemos aprobado varias declaraciones sobre el tema —he integrado por veinte 
años la Comisión de Asuntos Internacionales, tanto en la Cámara de Representantes como en el 
Senado-, y celebro esta declaración que ha emitido la Cancillería de mi país. La celebro porque es una 
decisión difícil de tomar —no voy a decírselo al canciller; solo él está en su pellejo— y no quisiera estar 
en esa situación. 


Es notorio que con los gobiernos de Luis Ignacio Lula Da Silva y de Dilma Rousseff, nuestro 
Gobierno tuvo una relación especialmente privilegiada. Sin duda, esa es la valoración del papel que ha 
cumplido Dilma y los gobiernos de ese país, entre otros, el encabezado por un «presidente de la 


república» —entre comillas— aunque, de acuerdo con los procedimientos constitucionales debía asumir 
el vicepresidente del gobierno de la presidenta Dilma Rousseff, que era el señor Michel Temer. 


En lo que respecta a la declaración, evidentemente, va a haber opiniones de un lado y del otro 
que pueden señalar diferencias, pero esta declaración busca un punto de equilibrio que no solo 
contempla la posición del Gobierno uruguayo, que legítimamente puede pronunciarse, sino de todo el 
espectro político. No sé si era conveniente poner el tema en esta sesión cuando el señor ministro no 
había sido convocado para tratarlo, pero quiero señalar que por lo que dice o por lo que omite decir, es 
una declaración que señala un equilibrio. Además, sin duda el tiempo establecerá que esas relaciones 
se irán mejorando, partiendo de la base de que la situación que se ha transitado no es fácil ni 
agradable en comparación con lo que ha sido la tradición en esta materia entre el gobierno uruguayo — 
hablo de los últimos diez años, por lo menos— y Brasil. 


En resumidas cuentas, es una declaración equilibrada, donde se dicen cosas que pueden ser 
leídas desde uno u otro punto de vista. Sin duda, reconocer el papel que ha cumplido Dilma Rousseff 
desde el punto de vista de las relaciones políticas era un acto de justicia y lealtad política e institucional 
muy importante. 


Al mismo tiempo, queda claro que Uruguay aspira a que en el marco de la institucionalidad 
democrática el pueblo brasileño alcance sus objetivos de estabilidad y desarrollo. Con ese párrafo, 
todo lo demás queda en segundo plano porque es el elemento medular de la declaración y, sin duda, 
marca la posición que va a tener el gobierno uruguayo. 


SEÑOR CHIAZZARO.- Quiero decir que hago un total acuerdo con la decisión que ha tomado nuestra 
Cancillería. Es una decisión tomada con mucha responsabilidad y coraje, por tanto, lo felicito. No es 
común, por lo general, que un pequeño país alce su voz frente a alguien que tiene otra prevalencia en 
el concierto internacional. Uruguay ha dado cumplimiento al derecho internacional y lo ha hecho 
haciendo un reconocimiento de gobierno, aspecto que es fundamental. Pero valora que quien ha sido 
destituida es la presidenta —porque sigue siéndolo desde el punto de vista nominativo y no es que 
consideremos que actualmente lo sigue siendo- que fue electa con 54 millones de votos por parte del 
pueblo brasileño. Y señala una injusticia en el procedimiento y en la forma de destitución. Esa es solo 
una valoración, pero acá lo que importa es el reconocimiento. Es distinto a lo que han hecho otros 
países de América, que no entro a analizar ni a comparar, donde han retirado embajadores y no se ha 
procedido al reconocimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder la palabra al señor canciller, quiero valorar su presencia de 
manera muy importante para considerar el tema por el que fue convocado. Me parece que es 
realmente resaltable que antes de la firma de un tratado de esas características se le traslade al 
parlamento una información privilegiada que, por supuesto, en su momento trataremos 
exhaustivamente cuando el mismo venga a consideración del poder legislativo. 


También destaco y subrayo el importante valor de su contestación frente a los requerimientos 
de los señores legisladores con respecto a un tema de actualidad. El señor canciller es un hombre de 
la casa, conoce cuáles son las reglas y es mucho mejor que haya contestado a que se ampare en la no 
convocatoria para este tema porque, evidentemente, lo que no se dice acá se dice afuera. Me parece 
que explicar su posición en un tema de esta gravitación e importancia le adjudica valor al canciller. 
Asimismo, en el tenor de la declaración, cuando se habla de institucionalidad democrática puedo 
interpretar que implícitamente se está reconociendo la realidad que se ha sustanciado en la República 
Federativa del Brasil. Esa es la realidad de lo que percibo; cuando habla de institucionalidad 
democrática, de hecho, está implícita —por lo menos, es la lectura que hago- una suerte de 
reconocimiento del actual Gobierno. Después habrá otras lecturas, pero lo real es eso. 


Lo otro quizás sea opinable, lo que tiene que ver con el tema de la calificación vinculada a la 
injusticia o no del hecho, es una apreciación política que el Gobierno habrá aquilatado para sacar las 
conclusiones del caso de acuerdo con las repercusiones que tiene. 


Quería ser equilibrado en función de los planteos de los señores legisladores, pero tampoco 
quiero transformar esto en una suerte de interpelación —compréndase bien-; sé que en el ánimo de 
ellos tampoco está hacerlo. Valoramos especialmente la disposición del señor ministro para enfrentar la 
requisitoria de los señores legisladores. 


SEÑOR MIERES.- Quisiera decir que comparto absolutamente los conceptos que acaba de plantear el 
señor presidente y me parece bueno hacerlo expreso antes de que el señor canciller dé su respuesta. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias por esta oportunidad, gracias por permitirme venir a esta casa a 
la que me une una larga historia y donde siento toda mi responsabilidad democrática. 


Tengo una formación democrática acendrada —diría—, sé cuál es el rol del Parlamento y jamás 
me voy a negar a una requisitoria de ningún tipo. Tengo que dar explicaciones porque el deber de 
ustedes es preguntar y controlar, y el mío es responder; lo haré bien o mal, gustará más o menos, pero 
aquí estamos. 


A su vez, quiero dejar expresa constancia de que el Gobierno uruguayo considera que el 
presidente de Brasil es el señor Michel Temer; quiero dejar expresa constancia de que el calificativo de 
«presidenta» para la señora Dilma Rousseff es de estilo protocolar y no consideramos ninguna otra 
vinculación; y también quiero dejar constancia, señor presidente —usted que es hombre de derecho, 
como muchos aquí, lo sabe—, de que muchas veces el derecho no hace justicia. 


Con esto me alcanzaría para decir que reconocemos los hechos que han sucedido y, como 
todos sabemos, siempre es triste y doloroso ver el mandato de un presidente interrumpido por causas 
ajenas a la voluntad popular, dicho esto en su sentido más amplio. Aspiramos a seguir teniendo la 
misma relación porque aquí hay que poner en la balanza los intereses que Uruguay tiene con nuestro 
gran vecino, Brasil. 


Termino diciendo que estamos a disposición del Parlamento nacional para responder todo 
aquello que estimen conveniente. 


Agradezco los conceptos que de alguna manera comparten la expresión de la Cancillería y del 
Gobierno y, naturalmente, respeto muchísimo los conceptos que no comparten esta línea de trabajo, 
pero de cualquier manera, no puede haber ningún trabajo entre el Parlamento y el Poder Ejecutivo que 
esté demasiado disociado. Al contrario, tenemos que trabajar juntos porque hay un interés nacional que 
creo que todos compartimos que hay que defender y propiciar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor canciller y a la importante delegación que lo acompaña 
su presencia en la tarde de hoy. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 15: 40). 


Linea del vie de náaina 
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